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Presentación

Noemí Martín González

Consejera de Bienestar Social y Vivienda del Gobierno del Principado de Asturias

Rafael Palacios García

Director de la Agencia Asturiana de Cooperación al Desarrollo del Gobierno del Principado 

de Asturias

Acaban de cumplirse 61 años de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Más 

de seis decenios después, los derechos humanos siguen siendo una promesa incumplida y trai-

cionada por los que dirigen este planeta, que anteponen en muchos casos intereses políticos, 

económicos militares y personales a los principios de justicia, libertad e igualdad que consagra 

la Declaración Universal.

A pesar de todos los avances, la injusticia social, la desigualdad y la impunidad siguen ame-

nazando la libertad y la dignidad de las personas.

Nos  enfrentamos a un sistema que no ha distribuido su riqueza y que quiere ahora so-

cializar sus pérdidas. Un sistema que, cuando provoca situaciones de crisis global, sólo sabe 

responder con la guerra, con la violencia y con la vulneración de los derechos humanos indi-

viduales y colectivos.

Nosotras y nosotros, ciudadanas y ciudadanos de Asturias, pero también ciudadanas y ciu-

dadanos del mundo afi rmamos nuestra convicción de que cada ser humano tiene derechos, sin 

distinción alguna de cultura, lengua, color, religión, sexo, origen nacional, orientación sexual, dis-

capacidad o edad. Y reconocemos que como ciudadanas y ciudadanos globales, tenemos el deber 

de hacer valer en todo el planeta no sólo nuestros derechos sino también los de otras personas.

Por eso, como gesto de solidaridad global, debemos comprometernos a defender los 

derechos humanos para todos los humanos, en cualquier parte del mundo, de forma indi-

visible y universal.

Hoy, sesenta y un años después de la Declaración Universal, el lenguaje de los derechos 

humanos tiene tanta importancia que ya se habla de la era de los derechos. Pero, si ésta es la era 

de los derechos no es desde luego la era de quienes los defi enden.

Queremos acercaros las palabras de tres personas, las palabras de tres Pueblos que sufren las 

violaciones de sus derechos individuales y colectivos de forma permanente, sistemática y conti-

nua, ante el silencio o la pasividad cómplice de la mayoría.



Grabaré mi relato de cada pedazo de nuestra tierra arrebatado. El lugar de mi aldea, sus 

límites. Las casas de su gente que fue expulsada. Mis árboles arrancados, cada fl or aplastada. Los 

nombres de los especialistas en deshacer mis nervios y mi alma. Los nombres de las prisiones, 

todas las clases de grilletes que aprietan mi puño. Los expedientes de mis carceleros. Cada insulto 

lanzado a mi cabeza. 

Tawfi q Zayyad
Poeta palestino 

Más de medio siglo de enaltecer la vida humana y su dignidad no logran efectos en Co-

lombia. Allá parece que se cumple solo una ley, la de la impunidad, que no está en los códigos 

ni en las declaraciones, pero sí en la cotidianidad de un estado injusto que ha encontrado en las 

violaciones masivas y sistemáticas de los derechos humanos la única forma de mantenerse.

Javier Orozco
Refugiado colombiano en Asturias

Es un milagro que siga con vida, porque soy una mujer agotada físicamente de tantos años de 

desaparición y encarcelamiento, tanta tortura y tantas vejaciones. Pero aquí estoy y seguiré luchando 

con todas mis fuerzas, sabiendo que estáis allí luchando por nosotros. Estoy tan segura de vosotros 

como lo estoy […] de que esos niños saharauis refugiados en Argelia volverán a su tierra liberada.

Aminetu Haidar
Defensora saharaui de los derechos humanos

Derechos humanos, paz, reconciliación,…

Toca pues, interpelar la ética o la moral, o la ética y la moral, de quienes no nos acostumbra-

mos a la «paz» servida como neutralidad, como «paz de los cementerios».

Paz, una palabra tan atractiva como reconciliación, una y otra están miserablemente utilizadas 

cuando sirven para ser pronunciadas ocultando la injusticia, la ignominia, la impunidad,…

Nuestra palabra, nuestras palabras, nuestra paz, nuestra reconciliación sólo tienen sentido desde 

la defensa de los derechos humanos, nada más tienen sentido si están preñadas de justicia social.

Por último, saludamos la loable iniciativa de la AEDIDH de trasladar los valores de 

la paz a la categoría de derechos humanos. La Declaración de Luarca forma ya parte del 

patrimonio asturiano y de la humanidad. Compartimos su visión de que para construir la 

paz es necesario partir de la educación en la paz y los derechos humanos. Este libro se dirige 

a la comunidad educativa asturiana, con el deseo de ayudar a sus integrantes a repensar las 

relaciones humanas libres de violencia.
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Introducción

Carlos Villán Durán

Presidente de la Asociación Española para el Derecho Internacional

de los Derechos Humanos (aedidh)

Desde la aprobación de la Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz 

el 30 de octubre de 2006 hasta la fecha, han transcurrido más de tres años de intensa acti-

vidad por parte de la Asociación Española para el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos (aedidh), en su empeño de dar a conocer en todo el mundo el feliz resultado de 

las concienzudas reflexiones de la sociedad civil española sobre el alcance y el contenido del 

derecho humano a la paz. 

A estos efectos, se ha diseñado una estrategia para la consecución de tres objetivos principa-

les que, a su vez, se retroalimentan entre sí:

1.- Difusión de la Declaración de Luarca

Con el apoyo de más de quinientas ongs de todo el mundo y el patrocinio de los go-

biernos de tres comunidades autónomas (Principado de Asturias, País Vasco y Cataluña), 

así como del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación (Oficina de Derechos 

Humanos y Agencia Española de Cooperación Internacional para al Desarrollo, aecid), la 

aedidh lidera una Campaña Mundial de promoción del derecho humano a la paz de cuatro 

años de duración (2007-2010). 

En ese marco se han organizado conferencias y reuniones de personas expertas en todas las 

regiones del mundo sobre el derecho humano a la paz. Así compartimos con la sociedad civil 

internacional la Declaración de Luarca, que se enriquece a su vez con las aportaciones recibidas 

de las diferentes sensibilidades culturales del mundo: 

África

Camerún: Yaundé

Etiopía: Addis Abeba

Kenia: Nairobi

República Sudafricana: Johannesburgo

Senegal: Dakar





América 
Argentina: Buenos Aires, La Plata.
Colombia: Bogotá.
Cuba: La Habana.
Estados Unidos: Nueva York, Santa Fe, Washington, Universidad de Berkeley (California)
México: Ciudad de México, Monterrey, Morelia
República Dominicana: Santo Domingo
Uruguay: Montevideo
Venezuela: Caracas

Asia
República de Corea: Kwangju
Tailandia: Bangkok

Europa 
Austria: Feldkirch.
Bosnia y Herzegovina: Sarajevo
España: Barcelona (Parlament de Catalunya), Bilbao, Cangas de Onís, Campo de Caso, 
Cartagena, Las Palmas, Luarca, Madrid, Navia, Oviedo, Santiago de Compostela, Sevilla, 
Valencia, Vitoria-Gasteiz (Parlamento Vasco) y Zaragoza.
Francia: París
Italia: Bosco Marengo, Trevi, Turín y Roma
Luxemburgo: Luxemburgo
Suiza: Ginebra

En todos estos lugares, la Declaración de Luarca ha sido recibida con gran éxito. Prueba 

de ello son las Declaraciones regionales de La Plata, Yaundé, Johannesburgo, Bangkok, Sara-

jevo y La Habana (ver www.aedidh.org), en las que personas expertas en el derecho humano 

a la paz de todo el mundo se han adherido a la Declaración de Luarca y han felicitado a la 

aedidh por su Campaña Mundial a favor del dhp. Al mismo tiempo, esas Declaraciones, así 

como las ponencias y las conclusiones de las reuniones regionales, han propuesto revisar el 

texto de la Declaración de Luarca parcialmente, añadiendo nuevas dimensiones propias de sus 

respectivas perspectivas y sensibilidades culturales.

Además, estas iniciativas han puesto a disposición de las personas pertenecientes a los gru-

pos más vulnerables de las sociedades nacionales, un instrumento útil para la reivindicación de 

sus derechos humanos y la consecución de la paz, entendida ésta con un enfoque holístico que 

comprende tanto la ausencia de todo tipo de violencia, como la realización de todos los derechos 

humanos de todas las personas.

Paralelamente, en 2009 se reunieron signifi cativas adhesiones institucionales a la Declara-

ción de Luarca: la Junta General del Principado de Asturias y el Parlamento de Cataluña, así 

como los concejos asturianos de Taramundi, Caso y Valdés.
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2.- Introducción del derecho humano a la paz en el programa de trabajo de la Organización 

de las Naciones Unidas

Para ello, la Declaración de Luarca fue presentada en marzo de 2007 ante el Consejo 

de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, que se reúne periódicamente en Ginebra. 

Desde entonces, la aedidh, junto a las más de quinientas organizaciones no gubernamen-

tales asociadas, presenta regularmente declaraciones escritas, formula intervenciones orales 

y organiza conferencias paralelas, durante todos los períodos de sesiones del Consejo de 

Derechos Humanos y en otros foros internacionales pertinentes. De este modo se mantiene 

informada a la onu sobre los progresos realizados por la sociedad civil en el ámbito del 

derecho humano a la paz. 

A su vez, las conferencias y reuniones de personas expertas en torno al Consejo de Derechos 

Humanos profundizan en el estudio de temas específi cos que están íntimamente vinculados al 

disfrute efectivo del derecho humano a la paz como derecho emergente, tales como terrorismo 

y paz, derecho al desarrollo, erradicación de la extrema pobreza, paz y desarme, el contenido 

jurídico del derecho humano a la paz, la educación en la paz y los derechos humanos, la contri-

bución de los pueblos indígenas a la defi nición de la paz, o paz y racismo.

Además, en noviembre de 2007, la aedidh propició la constitución del Grupo de 

Estados Amigos del proceso de codificación internacional del derecho humano a la paz 

en el seno del Consejo de Derechos Humanos. Ya se han celebrado cuatro reuniones en 

Ginebra, auspiciadas por la aedidh. Su finalidad es aumentar la consciencia entre los 

estados acerca de la necesidad de codificar un proyecto de declaración universal sobre esa 

materia. Cuatro estados —encabezados por Senegal— pertenecen ya a ese Grupo. Espa-

ña ha manifestado simpatía por el proyecto y lo acompaña, como otros muchos estados. 

Trabajamos para persuadir a los estados de que ese acompañamiento se debe incrementar 

con un mayor compromiso.

De otra parte, las organizaciones especializadas del sistema de las Naciones Unidas (unes-

co, oit, fao), sus órganos descentralizados (unicef, acnur, pma, instraw), la Organización 

Internacional para las Migraciones, departamentos de las Naciones Unidas como la Ofi cina 

del Alto Comisionado para los Derechos Humanos y otras organizaciones regionales son invi-

tadas regularmente a participar en las iniciativas de la aedidh, en particular en las reuniones 

regionales de personas expertas sobre el derecho humano a la paz.

Los primeros frutos de la Campaña Mundial a favor del derecho humano a la paz ya 

se han recogido. En 2008 y 2009 el Consejo de Derechos Humanos —con el voto a favor 

de los estados latinoamericanos, africanos y asiáticos— pidió a la Alta Comisionada de 

las Naciones Unidas para los Derechos Humanos,1 que organizase un taller de personas 

expertas sobre el derecho de los pueblos a la paz. Tuvo lugar en Ginebra los días 15 y 16 

1Resolución 11/4 del Consejo de Derechos Humanos, de 17 de junio de 2009.
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de diciembre de 2009 y en él pudieron participar también representantes de los Estados, 

las Organizaciones internacionales y las organizaciones no gubernamentales. La aedidh 

colaboró activamente con la Oficina del Alto Comisionado y los estados patrocinadores de 

la resolución del Consejo dh en la organización del taller, promoviendo además la partici-

pación activa en el mismo de otras ongs. 

El taller de personas expertas sobre el derecho de los pueblos a la paz concluyó que, sobre 

la base de los estudios y desarrollos más recientes de la doctrina y de la sociedad civil, se puede 

identifi car el contenido y alcance del derecho humano a la paz  como derecho emergente. 

En consecuencia, el taller recomendó al Consejo dh que estableciese un grupo de trabajo de 

composición abierta (representantes de los Estados), con la tarea de iniciar la codifi cación 

ofi cial del derecho humano a la paz. En ese grupo de trabajo podrán participar activamente 

los representantes de la sociedad civil. 

La aedidh defenderá la pertinencia del derecho humano a la paz tal y como se recoge en la 

Declaración de Luarca, ya que el texto incorpora tanto la dimensión colectiva (pueblos) como 

la individual de la paz, ambas igualmente importantes. La suma de ambos sujetos, pueblos y 

seres humanos, da lugar al emergente derecho humano a la paz, del que son titulares tanto los 

pueblos como las personas.

3.- Organización y celebración de un Congreso Internacional de la Sociedad Civil so-

bre el Derecho Humano a la Paz

La Campaña Mundial por el derecho humano a la paz culminará con la celebración del 

Congreso que tendrá lugar en Santiago de Compostela los días 9 y 10 de diciembre de 2010, 

coincidiendo con el Foro Mundial de la Educación para la Paz (Foro 2010). El Congreso de-

batirá sobre todas las aportaciones recogidas en las consultas regionales de personas expertas. 

Tales debates conducirán a la adopción de un texto fi nal de Declaración Universal del Derecho 

Humano a la Paz, que deberá refl ejar las aspiraciones de la sociedad civil internacional en su 

conjunto. A continuación, ese texto será sometido a la consideración del Consejo dh, como 

contribución de la sociedad civil internacional a la codifi cación ofi cial del derecho humano a la 

paz que deberán realizar los estados.

Paralelamente, se propondrá al mismo Congreso de la sociedad civil la puesta en marcha 

de un Observatorio Internacional del Derecho Humano a la Paz. Integrado en la aedidh, el 

Observatorio velará por que los trabajos de codifi cación en el seno del Consejo dh tengan debi-

damente en cuenta los progresos realizados por la sociedad civil. También trabajará en red con 

las organizaciones no gubernamentales locales pertinentes para realizar estudios sobre el terreno, 

publicar informes sobre situaciones de violaciones graves y masivas del derecho humano a la paz, 

y elaborar indicadores objetivos para medir el grado de cumplimiento del derecho humano a la 

paz por parte de los estados.
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Es urgente que se emprenda cuanto antes la codifi cación ofi cial del derecho humano a la paz, 

puesto que es objeto de continuas violaciones sistemáticas. Tales violaciones se originan tanto en 

la violencia armada directa (persisten más de 40 confl ictos armados en el mundo, muchos de ellos 

olvidados), como en la violencia estructural generada por la extrema pobreza y la hambruna que, 

lejos de reducirse, ya afecta a 1.020 millones de seres humanos, la mayoría de ellos mujeres y niños 

de los países del Sur. Otras manifestaciones de violencia cultural, como la de género, la laboral, la 

escolar y la familiar, completan el desolador panorama de la violación masiva del derecho humano 

a la paz en nuestras sociedades, en las que paradójicamente impera una cultura de violencia (coro-

lario de la máxima latina si vis pacem para bellum) sobre la cultura de paz.

Nuestra ambición es que algún día la Asamblea General de las Naciones Unidas apruebe 

una Declaración Universal del Derecho Humano a la Paz. No existen obstáculos jurídicos insal-

vables, pues, como lo prueba la Declaración de Luarca, este derecho está fuertemente enraizado 

en instrumentos tan universalmente aceptados como la Carta de las Naciones Unidas y la De-

claración Universal de Derechos Humanos. 

Recordemos que el Artículo 28 de la dudh proclama que «toda persona tiene derecho a que 

se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en 

esta Declaración se hagan plenamente efectivos».

Ese nuevo orden social e internacional que reclama la dudh facilitará la consecución de la 

paz a través del desarrollo económico y social de los pueblos, la redistribución equitativa de las 

riquezas mundiales, el desarme, el respeto al medio ambiente y a los derechos humanos de to-

dos, así como la revisión del sistema de seguridad colectiva previsto en la Carta de las Naciones 

Unidas, de modo que se garantice efi cazmente la paz y seguridad internacionales.

Las difi cultades son más bien de orden político, porque a los estados les cuesta superar los 

esquemas de paz y seguridad internacionales propios de la guerra fría. Pero también se pueden 

superar esos obstáculos si la sociedad civil demuestra a sus gobernantes y representantes par-

lamentarios que otra paz es posible: una paz justa, sostenible y duradera, a cuya construcción 

todos debemos contribuir. 

Si la paz es una exigencia ética que debiera presidir las relaciones internacionales, el derecho 

humano a la paz es igualmente un imperativo legal con el que se identifi ca la sociedad civil de 

todo el mundo, porque es una exigencia de civilización que está por encima de todo particula-

rismo regional, histórico o cultural. 

Tanto en 2008 como en 2009, con motivo del Día Internacional de la Paz, la aedidh 

formuló desde las sedes de la onu en Nueva York y Ginebra un llamamiento solemne dirigido 

a todos los actores internacionales, así como a toda persona de buena voluntad, para asociarse 

a nuestra Alianza Mundial a favor del Derecho Humano a la Paz.2 Las más de quinientas ongs 

de todo el mundo que ya nos acompañan  constituyen la base social de esa Alianza.

2Toda persona o institución interesada se puede adherir fácilmente a través de www.aedidh.org  La adhesión únicamente 
compromete al fi rmante a apoyar la codifi cación internacional del derecho humano a la paz.
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Por actores internacionales entendemos: los estados; las organizaciones internacionales 

intergubernamentales; las organizaciones no gubernamentales internacionales, nacionales 

y locales; las instituciones nacionales, regionales y locales de derechos humanos; los par-

lamentos internacionales, nacionales y regionales; los gobiernos regionales y locales; los 

miembros del poder judicial; las universidades e institutos de investigación; los profesiona-

les de la información, la educación, la ciencia y la cultura, etcétera. 

***

La presente publicación incorpora por primera vez la versión en asturiano de la Declaración 

de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz  y de su estudio preliminar, lo que ha sido posible 

gracias al oportuno patrocinio del Gobierno del Principado de Asturias a través de la Agencia 

Asturiana de Cooperación al Desarrollo. Se reitera así el respaldo de las instituciones asturianas 

a una iniciativa de la sociedad civil que hizo posible la aprobación, el 30 de octubre de 2006, de 

la Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz.

Nos ilusiona contribuir con esta modesta publicación a la necesaria refl exión de  nuestra socie-

dad, especialmente la comunidad escolar, para contribuir entre todos a alcanzar la paz mundial. La 

violencia no es natural en el ser humano, sino adquirida a través de prácticas sociales erróneas. Por 

eso es tan importante la educación en la paz y los derechos humanos, que debiera ser una realidad 

en todos los centros escolares de Asturias.

Como pone de relieve el Artículo 2 de la Declaración de Luarca, el derecho a la educación en la 

paz y los derechos humanos es el fundamento de todo sistema educativo, porque contribuye a gene-

rar procesos sociales basados en la confi anza, la solidaridad y el respeto mutuo, al tiempo que facilita 

la solución pacífi ca de los confl ictos y ayuda a pensar de una forma nueva las relaciones humanas.

La Declaración de Luarca también permite abordar con esperanza los 40 confl ictos armados 

abiertos en el mundo, porque podrían ser superados si se respetara el derecho internacional de 

los derechos humanos en el marco de las relaciones internacionales. 

Debemos abrir nuestras mentes y escuchar a las gentes de todo el mundo cómo han resuelto 

los confl ictos sociales, incluso violentos, en el interior de sus respectivas comunidades. Para mí 

fue muy revelador el encuentro que mantuve el 11 de noviembre de 2008 con un investigador 

indígena de Nueva Caledonia, en la sede del Instituto Universitario isedet de Buenos Aires. Su 

pueblo ha luchado durante muchos años para liberarse de la dominación colonial francesa, pre-

servar su identidad y ejercer su derecho a la libre determinación. Me confi ó que habían logrado 

fi rmar la paz con los franceses porque, en su concepción indígena de las relaciones humanas, se 

excluye la posibilidad de hacer daño al contrario, ya que se entiende que ello sería hacerse daño 

a sí mismo. Toda una lección de pacifi smo indígena.

Ginebra, 31 de enero de 2010

En homenaje a Gandhi
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Estudio preliminar

Carlos Villán Durán

Presidente de la aedidh

Carmen Rosa Rueda Castañón

Antigua directora ejecutiva de la aedidh

I. Introducción

A pesar de que la Carta de las Naciones Unidas de 1945 reconoce como propósito y meta 

esencial de la Organización el mantenimiento de la paz y de la seguridad internacionales, 

lo cierto es que la comunidad internacional todavía no ha sido capaz de adoptar un instru-

mento internacional en el que se positivice el derecho a la paz como un derecho humano 

autónomo, en términos similares al que hoy se conoce como derecho al desarrollo, ambos 

expresión no solamente de las exigencias de la solidaridad internacional, sino también de los 

derechos humanos progresivamente incorporados al moderno Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos (didh). 

Los dos únicos textos internacionales existentes que consagran el derecho a la paz se refi eren 

exclusivamente a «los pueblos» como los únicos titulares de tal derecho, mientras que «los Esta-

dos» son sus deudores. Es el caso de la Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos, 

de 26 de junio de 1981, cuyo Artículo 23.1 proclama que «Los pueblos tienen derecho a la paz y 

a la seguridad tanto en el plano nacional como en el internacional».

En términos similares, la Asamblea General de las Naciones Unidas proclamó en 1985 la 

Declaración sobre el Derecho de los Pueblos a la Paz en plena guerra fría y amenaza de guerra 

nuclear, coincidiendo con la Administración Reagan en los Estados Unidos y la llamada crisis de 

los euromisiles. La Asamblea proclamó solemnemente que «los pueblos de nuestro planeta tienen 

el derecho sagrado a la paz» y que «proteger el derecho de los pueblos a la paz y fomentar su rea-

lización es una obligación fundamental de todo Estado».3

En la década de los noventa la unesco protagonizó meritorios intentos de codifi cación in-

ternacional de un texto normativo que consagrara el derecho a la paz como un derecho humano, 

poniendo el acento en la dimensión individual de este derecho. A este respecto, varios proyectos 

3Resolución 39/11 de la Asamblea General, adoptada el 11 de noviembre de 1985 por 109 votos al favor y 29 
abstenciones.





de declaración4 fueron adoptados en reuniones de personas expertas convocadas por el entonces 

director general de la unesco —Federico Mayor Zaragoza— en Las Palmas (febrero de 1997) y 

Oslo (junio de 1997), pero fueron posteriormente rechazados en sendas conferencias interguber-

namentales de la unesco celebradas en 1997 y 1998.5

Según uno de los redactores del proyecto de Las Palmas, varios estados europeos y latinoame-

ricanos (en particular, Suiza y Brasil) se mostraron reacios a debatir en el seno de la unesco sobre 

un tema que, en su opinión, pertenecía a la competencia de la Asamblea General o incluso del 

Consejo de Seguridad de la onu. Además, muchos estados objetaron el posible contenido jurídi-

co del derecho a la paz. Finalmente el director general de la unesco, a la vista de las objeciones 

de los estados, propuso un texto no normativo que pudiera servir de fundamento instrumental a 

la Declaración y Programa de Acción en favor de la cultura de paz.6

A nuestro juicio, el fracaso codifi cador de la unesco se debió prima facie a la evidente falta de 

voluntad política de los Estados en asumir compromisos concretos en favor de la paz. Además, el 

proyecto de la unesco silenció el aspecto colectivo del derecho a la paz, tradicionalmente atribuido 

a los pueblos.7 Pero las excusas de los Estados fueron facilitadas por errores de base en la elección 

tanto de la técnica legislativa como del foro internacional. En efecto, como bien recuerda el profesor 

Faleh, la técnica legislativa empleada consistió en encomendar la aprobación de la Declaración a 

una consulta de personas expertas gubernamentales que no intervinieron en los trabajos preparato-

rios previos, y que, por otra parte, no eran todos especialistas en derechos humanos. 8

En cuanto al foro internacional elegido (París, sede de la unesco), tampoco se mostró pro-

picio porque los delegados gubernamentales presentes en la Conferencia de París no manejaban 

las categorías propias de los derechos humanos. Por eso hemos afi rmado en otro lugar que el foro 

internacional más indicado para iniciar con éxito la codifi cación ofi cial de un proyecto de decla-

ración universal sobre el derecho a la paz, como derecho humano, es Ginebra, sede de los orga-

nismos codifi cadores en materia de derechos humanos.9 En particular, en junio de 2006 celebró 

en Ginebra su primer período ordinario de sesiones el recientemente constituido Consejo dh, 

4Los diferentes textos aprobados en el marco de la unesco se pueden consultar en el documento de la unesco 
154 ex/40, París, 17 de abril de 1998 y en Tiempo de Paz, núm. 80, (2006), pp. 141-148.
5v. Faleh Pérez, Carmelo: «El proyecto de declaración sobre el Derecho Humano a la paz elaborado en el seno de 
la unesco», en La Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, 
pp. 167-206.
6v. Aguiar, Asdrúbal: «Perfi les éticos y normativos del derecho humano a la paz», en Liber amicorum Héctor Fix-Zamudio, 
vol. i, San José: Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1998, pp. 205-241, at 230-238.
7v. Villán Durán, Carlos: «Hacia una declaración universal sobre el derecho humano a la paz», Anuario de la 
Asociación para las Naciones Unidas en España-Agenda ONU, núm. 6, (2003-2004), p. 230.
8v. Faleh Pérez, Carmelo: «El proyecto de declaración sobre el Derecho Humano a la paz elaborado en el seno de 
la unesco», en La Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, 
pp. 167-206, at 189.
9v. Villán Durán, Carlos: «La técnica codifi cadora de las Naciones Unidas en el ámbito de los derechos humanos. Su 
aplicación al caso del derecho humano a la paz», Tiempo de paz, núm. 80, (2006), pp. 9-15, at 11 y ss.
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que sucedió a la Comisión dh de las Naciones Unidas como único órgano intergubernamental 

universal a cuyas reuniones acuden especialistas en derechos humanos de todo el mundo. 

A lo largo de los años la Comisión de Derechos Humanos había atesorado innumerables ex-

periencias codifi cadoras y desarrollado un procedimiento de codifi cación a través de varios de sus 

órganos auxiliares (la Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, los Gru-

pos de Trabajo de la Comisión para la codifi cación de normas de composición abierta; las consultas 

informales con los Estados y las ongs de los Presidentes de esos Grupos de Trabajo, etc.). Aunque 

este procedimiento pudiera resultar lento, era muy seguro porque permitía consensuar los proyectos 

de normas entre los representantes de los Estados y las ongs durante las primeras etapas —crucia-

les— del proceso codifi cador, que eran conducidas por la Subcomisión en estrecho contacto con la 

sociedad civil internacional. De esta manera, se aseguraba una amplia participación de la sociedad 

civil (organizaciones no gubernamentales, personas expertas en derechos humanos y académicos) 

en el proceso codifi cador ofi cial dentro de un órgano intergubernamental. 10

Esta arquitectura codifi cadora de la Comisión dh debería ser conservada y, en lo posible, mejorada 

por el nuevo Consejo dh, que todavía debate sobre la pertinencia de mantener como órgano auxiliar 

propio a la Subcomisión, cuya desaparición supondría un duro golpe a esa arquitectura codifi cadora 

heredada de la Comisión y que ha resultado tan fecunda en la elaboración del actual didh. 

Así, en su primer periodo de sesiones (junio de 2006), el Consejo dh aprobó textos de vital 

importancia a propuesta de los Grupos de Trabajo pertinentes de la Comisión dh, como la Con-

vención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 

la Declaración sobre los derechos humanos de los pueblos indígenas.11 Igualmente el Consejo dh 

accedió, también a instancias de la Comisión dh, a establecer un Grupo de Trabajo que deberá 

redactar un proyecto de Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, mediante el cual se habilitará al Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales a recibir quejas individuales por violación de alguno de los derechos consagrados en ese 

Pacto. Por último, el Consejo dh decidió prorrogar por un año el mandato de la Subcomisión para 

darse tiempo sufi ciente antes de tomar una decisión defi nitiva sobre el futuro de este órgano vital 

en la arquitectura codifi cadora de las Naciones Unidas.

II. Antecedentes inmediatos de la Declaración de Luarca

No cabe duda de que el derecho a la paz es un derecho humano y como tal debiera ser defi -

nitivamente codifi cado por los órganos competentes de las Naciones Unidas. Pero para asegurar 

10v. Villán Durán, Carlos: Curso de derecho internacional de los derechos humanos, Madrid: Trotta, 2002, pp. 275-298.
11Mientras la Convención contra las desapariciones fue fi nalmente adoptada por la Asamblea General a propuesta 
del Consejo dh el 20 de diciembre de 2006, dando así por fi nalizado el proceso codifi cador de la misma, el proyecto 
de declaración sobre los derechos humanos de los pueblos indígenas fue rechazado por la Asamblea General.
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el éxito de la codifi cación internacional ofi cial, se debe concentrar previamente la atención en su 

fase previa, esto es, la codifi cación privada realizada por especialistas en didh en estrecha colabo-

ración con la sociedad civil. 

Asumiendo este planteamiento, la Asociación Española para el Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos (aedidh)12 y unesco etxea, con el patrocinio del Gobierno Vasco, 

organizaron un primer seminario de personas expertas sobre el derecho humano a la paz 

que se abrió en Gernika (País Vasco) a finales de noviembre de 2005. Las personas expertas 

concluyeron sus debates con la adopción el 1 de diciembre de 2005 de un acuerdo final del 

Seminario en el que se identificaron los contenidos mínimos que, a juicio de la sociedad 

civil española, debieran configurar el derecho humano a la paz. Igualmente, el Seminario 

de personas expertas acordó que «un comité de personas expertas independientes redacte un 

proyecto de declaración universal del derecho humano a la paz que pueda incluir un meca-

nismo procesal de control de su aplicación».13

Recogiendo las propuestas formuladas en el acuerdo fi nal de Gernika, la aedidh, con el 

patrocinio de la Agencia Catalana de Cooperación al Desarrollo, propició a lo largo de 2006 la 

celebración de seis seminarios de personas expertas sobre el derecho humano a la paz en otras tan-

tas Comunidades Autónomas,14 con el objeto de promover el Acuerdo de Gernika de 2005 entre 

la sociedad civil española, debatir los posibles contenidos normativos de este derecho emergente 

sobre la base de ponencias previamente elaboradas por prestigiosos especialistas en la materia, y 

recoger nuevos insumos que enriquecieran los contenidos mínimos identifi cados en el Acuerdo 

fi nal de Gernika.

Como culminación de estos trabajos preparatorios, la aedidh convocó en la localidad de 

Luarca (Asturias) los días 29 y 30 de octubre de 2006, un comité de personas expertas que debía 

redactar un proyecto de declaración universal del derecho humano a la paz sobre la base de las 

conclusiones obtenidas en las diferentes consultas regionales. El 30 de octubre de 2006 culmi-

naron con éxito los trabajos de redacción y se hizo pública la Declaración de Luarca sobre el De-

recho Humano la Paz en honor a la localidad que había acogido al comité de personas expertas. 

Este texto fue posteriormente consultado (noviembre-diciembre de 2006) con las organizaciones 

y personas expertas que habían tomado parte en las amplias consultas regionales, de manera que 

la aedidh está en condiciones de afi rmar que el texto fi nalmente aprobado en Luarca representa 

el sentir genuino de la sociedad civil española, sus anhelos y aspiraciones a la hora de establecer 

las bases de una nueva sociedad inspirada en el valor universal de la paz.

12Asociación constituida en Asturias en 2004 con el objetivo de promover los valores del didh y propiciar su 
desarrollo y que ya agrupa a más de 90 miembros, españoles y latinoamericanos, especialistas en didh. 
13v. «Acuerdo fi nal del Seminario sobre el derecho humano a la paz», Tiempo de paz, núm. 80, (2006), p. 109.
14Los seminarios regionales tuvieron lugar en Oviedo (27-28 de julio de 2006), Las Palmas de Gran Canaria (17-18 de 
agosto de 2006), Bilbao (15-16 de septiembre de 2006), Madrid (21-22 de septiembre de 2006), Barcelona (28-29 de 
septiembre del 2006) y Sevilla (13-14 de octubre de 2006).
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III. Caracteres principales de la Declaración de Luarca

La Declaración de Luarca consta de un preámbulo, compuesto por 21 párrafos, 18 artículos 

agrupados en dos partes y tres disposiciones fi nales. La Parte I trata del contenido del derecho 

humano a la paz y consta de dos secciones: la Sección A («Derechos») comprende los artículos 1 

al 15; a la sección B («Obligaciones») se dedica el artículo 16. Por último, la Parte II está dedicada 

a la «Aplicación de la Declaración» y comprende los artículos 17 y 18.

Preámbulo

El Preámbulo de la Declaración comienza recordando los instrumentos básicos de las Na-

ciones Unidas que proclaman el valor universal de la paz y que constituyen el fundamento 

para todo intento de defi nir la paz como un derecho humano. Así, se cita la propia Carta de 

las Naciones Unidas (párrafos 1 y 5), en particular las disposiciones relativas a la obligación de 

los estados de arreglar sus controversias internacionales por medios pacífi cos y la prohibición 

general de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza; los instrumentos básicos de las Naciones 

Unidas en materia de derechos humanos (párrafo 3); y el Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia (párrafo 9). Pero también se incluyen declaraciones y resoluciones de distintos órganos 

que, aunque no de manera comprensiva, recogen aspectos específi cos de lo que constituiría 

el derecho humano a la paz (párrafos 6, 7 y 8). Entre las mismas, cabe destacar como un im-

portante precedente la Declaración sobre la preparación de las sociedades para vivir en paz, 

aprobada por la Asamblea General el 15 de diciembre de 1978, resolución que claramente se 

refi ere al derecho a la paz en su vertiente individual y colectiva, al proclamar que toda nación 

y todo ser humano tienen el derecho inmanente a vivir en paz. También se menciona la De-

claración sobre el Derecho de los Pueblos a la Paz, aprobada por la Asamblea General el 12 de 

noviembre de 1984. 

El Preámbulo se hace ya eco de la noción de paz que impregna a toda la Declaración, a saber, 

que la paz no se limita a la estricta ausencia de confl icto armado, sino que tiene un sentido po-

sitivo que abarca un triple objetivo: lograr la satisfacción de las necesidades básicas de todos los 

seres humanos, la eliminación de todo tipo de violencia y el respeto efectivo de todos los derechos 

humanos (párrafo 2). De ahí que el párrafo 13 ponga énfasis en la necesidad de establecer un 

nuevo orden económico internacional que elimine las desigualdades, la exclusión y la pobreza, 

las cuales generan una violencia estructural incompatible con la paz tanto a nivel interno como 

internacional. Ese nuevo orden económico internacional debe, además, basarse en el respeto al 

medio ambiente (párrafo 20).

La Declaración conjuga así lo que profesor Vega López denomina la paz política, que hace 

referencia a la violencia bélica, con la paz social que, en sus palabras, alude «a la violencia social 

interna en todas las modalidades que resulten incompatibles con la garantía de los derechos 
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humanos». Según este autor, en ambos casos el contenido del derecho a la paz «estriba en el 

derecho del ciudadano a que el Estado adopte las medidas normativas y ejecutivas necesarias 

para la prevención y erradicación de tales formas de violencia instaurando procedimientos de 

pacifi cación legítima (es decir, basados en el uso racional de la fuerza por medio de mecanismos 

de naturaleza jurídica), capaces de garantizar la seguridad personal y jurídica de los individuos 

en los términos prescritos por los derechos humanos. El derecho a un recurso judicial efectivo 

o a disponer de medios para el arreglo pacífi co de los confl ictos formarían parte de este derecho 

a la paz social». Además, «el derecho a la paz social tendría también una dimensión prestacio-

nal que no sólo alude a lo que debe o no debe hacer el Estado, sino también a lo que éste no 

puede no hacer. Y lo que no puede dejar de hacer es eliminar las desigualdades, desequilibrios 

e injusticias sociales y económicas que están a la base de la violencia social (y de la violencia 

política en forma de guerra o terrorismo). En este sentido se relaciona con el derecho a la 

igualdad, la solidaridad, el derecho al desarrollo y la lucha contra el subdesarrollo económico, 

la protección del medio ambiente y del patrimonio cultural, el derecho a la asistencia humani-

taria, etc. Como es característica comúnmente señalada de los derechos de tercera generación, 

la realización de la paz social en estos términos envuelve la acción conjunta de todos los agentes 

sociales, desde el individuo al Estado y la comunidad internacional, pasando por diferentes 

organizaciones públicas y privadas intermedias».15

También el profesor Jiménez Bautista se refiere en su ponencia a los distintos tipos de 

violencia, en la línea de lo que la Declaración de Luarca pretende abarcar, y señala que «a 

medida que el estudio de los conflictos se hace más complejo, se amplía el concepto de 

violencia, entendiendo ésta como todo aquello que, siendo evitable, impide, obstaculiza el 

desarrollo humano, comprendiendo, por tanto, no sólo la violencia directa (física, verbal 

y psicológica), sino también la denominada violencia estructural (pobreza, represión, alie-

nación, etc.). Y, finalmente, hay que añadir el concepto de violencia cultural para señalar a 

todo aquello que, en el ámbito de la cultura, legitime y/o promueva tanto la violencia directa 

como la violencia estructural».16

En otro orden de ideas, el párrafo 10 del Preámbulo de la Declaración califi ca el derecho hu-

mano a la paz como derecho con entidad propia, vocación universal y carácter intergeneracional. 

Se agrega además que la paz no es sólo un derecho sino también una necesidad de las personas y 

los grupos (párrafo 12), y que la misma ha sido un anhelo constante a lo largo de la historia de la 

humanidad (párrafo 21). Con estos presupuestos el derecho a la paz se sitúa claramente entre los 

llamados derechos de la solidaridad, de corte marcadamente colectivo y que, aunque con conteni-

do propio, reposan sobre los derechos individuales. 

15v. Vega López, Jesús: «El derecho a la paz a la luz del ideal kantiano de luz perpetua», en La Declaración de Luarca 
sobre el Derecho Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, pp. 251-272, at 272.
16v. Jiménez Bautista, Francisco: «Cultura de paz, educación y valores», en La Declaración de Luarca sobre el Derecho 
Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, pp. 295-316, at 300.
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Llegados a este punto no podemos dejar de referirnos a la frustración que supuso el intento de 

codifi car el derecho a la paz en el seno de la unesco en los años noventa, así como las razones que 

concurrieron y que han sido detenidamente estudiadas por el profesor Faleh Pérez.17 En ese sentido, 

el profesor Cançado Trindade afi rma que, si bien había un acuerdo general en considerar la paz 

como un valor universal y un bien común de la humanidad, algunos representantes gubernamenta-

les mostraron difi cultades en reconocer la existencia de un verdadero derecho humano a la paz con 

las consecuencias legales que ello implica. Así pues, al fi nal del siglo XX, nos encontramos con que 

algunos gobiernos aún no estaban preparados para asumir las obligaciones legales derivadas de la 

formulación de un tal derecho. Lo que resulta lamentable, aunque quizás no sorprendente, dado el 

confl ictivo mundo en que vivimos. Los Estados parecen estar más preocupados que los seres huma-

nos cuando estiman que lo que está en juego no es el bienestar de las personas a quienes representan 

y a las que se supone que deben proteger, sino lo que perciben —en su a menudo incongruente 

práctica— como sus intereses vitales, desde su mentalidad de detentadores del poder.18

El Honorable Douglas Roche, comentando los trabajos de la unesco, se refi ere a otro de 

los argumentos allí pronunciados por los detractores del proyecto en relación con el contenido 

supuestamente vago del derecho humano a la paz. Según él, el derecho a la paz «is the product 

of a paradigma shift at the International level. Rights that focus solely on the relationship bet-

ween the state and the individual are not suffi  cient in responding to a globalized world in wich 

problems are no longer defi ned purely in national terms. Th e same global circuitry that fuels 

transportation, information, fi nance and organization has also increased the power of the arms 

trader, the warlord, the religious fanatic, the deranged political leader, the human traffi  cker and 

the terrorist. Th ere is, thus, a technological burden with which the other two generations of hu-

man rights were never designed to cope, and the right to peace is an attempt to respond to the 

perils of the modern interconnected world. Dismissing the right to peace as vague and declaring 

that it off ers nothing new is an exercise that misses the mark. Th e right to peace is innovative and 

addresses a whole swath of new and interconnected global challenges».19

De estas refl exiones también se hace eco el Preámbulo de la Declaración, lo mismo que 

los Artículos 1 y 16 de la parte dispositiva, al afi rmar que la consecución de la paz no compete 

únicamente a los Estados. Si bien éstos tienen una responsabilidad primordial en esa materia, 

otros actores, incluidos los propios individuos, las organizaciones internacionales y las empre-

sas deben aportar su contribución para la consecución de la paz, de acuerdo con el sentido 

positivo otorgado a la noción de paz que comprende la eliminación de todo tipo de violencia 

(párrafo 4).

17v. Faleh Pérez, Carmelo: «El proyecto de declaración sobre el Derecho Humano a la paz elaborado en el seno de 
la unesco», en La Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, 
pp. 167-206.
18v. Cançado Trindade, Antônio A.: «Th e illegality under contemporary international law of all weapons of mass 
destruction», en  A humanização do direito internacional, Belo Horizonte: Del Rey, 2006, p. 202.
19v. Roche, Douglas: Th e human right to peace, Otawa: Novalis, 2003, p. 138.
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Finalmente, el Preámbulo hace referencia a una serie de principios que son objeto de 

desarrollo en la parte dispositiva de la Declaración y que, aunque ya presentes en otros instru-

mentos de derechos humanos, adquieren aquí un nuevo énfasis en función de los objetivos que la 

Declaración persigue, tales como el derecho de las víctimas de violaciones de derechos humanos 

y del derecho internacional humanitario a la justicia, la verdad y la reparación (párrafo 14); el 

fi n de la impunidad en relación con toda institución militar o de seguridad (párrafo 15); y la no 

discriminación por razón de género, o por motivos culturales o religiosos (párrafo 17).

Parte I

Contenido del derecho humano  a la paz

A. Derechos

La Declaración defi ne el derecho humano a la paz en función de los derechos y obligaciones 

que genera. En cuanto a los primeros recoge un largo catálogo que incluye derechos de naturaleza 

individual y otros de índole colectiva. A primera vista podría parecer que se trata de derechos ya 

recogidos en instrumentos existentes y, en efecto, muchos analistas califi can el derecho humano a la 

paz como  derecho síntesis. Sin perjuicio de ello, cabe destacar que no todos los derechos recogidos 

en la Declaración fi guran en otros instrumentos, ni expresa ni tácitamente. Baste mencionar, como 

ejemplo, el derecho a la desobediencia civil y a la objeción de conciencia, el derecho a resistir y a 

oponerse a la barbarie o el derecho al desarme. Por otra parte, los derechos que podríamos conside-

rar como ya codifi cados en otros instrumentos se reúnen aquí bajo una perspectiva nueva y de corte 

colectivo: la de la necesidad de su consecución en aras de eliminar focos de violencia y progresar 

hacia la paz, dada la situación y los retos que se plantean en el mundo actualmente. Además, la 

inclusión de derechos ya recogidos en otros instrumentos no hace sino reforzar la idea de la indi-

visibilidad e interdependencia de todos los derechos humanos, idea que también está fuertemente 

presente en otros derechos de la solidaridad ya codifi cados, como el derecho al desarrollo. 

La Declaración concede una importancia singular al derecho a la educación en la paz y los 

derechos humanos. Su emplazamiento como Artículo 2 no es casual. Pretende transmitir la idea 

de que la paz también es algo que se aprende, y que dicho aprendizaje debe proporcionar a cada 

individuo las herramientas necesarias para reivindicar la efectividad de todos los derechos y debe-

res que se enumeran a continuación. 

El Artículo 2 refl eja el espíritu de los numerosos instrumentos y textos de distinta naturaleza, 

elaborados en el seno de las Naciones Unidas y de organismos regionales, que afi rman los fuertes 

vínculos existentes entre paz y educación, abogando por que se tomen medidas por los Estados que 

impulsen el establecimiento de una cultura de paz, trasfondo sobre el que debe asentarse el derecho 

a la educación en la paz y los derechos humanos. La fi nalidad de esta educación se podría defi nir en 
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los siguientes términos, siguiendo al profesor Martínez Guzmán: «la educación en este derecho estará 

ligada a la educación para la satisfacción de las necesidades básicas de todos los seres humanos, que 

afronte las desigualdades globales y locales, económicas y relativas a la identidad personal y colectiva. 

En este sentido es urgente una movilización global y local, en la que la educación para la paz como 

educación del derecho humano a la paz nos enseñe a realizar acciones para reclamar de los representan-

tes políticos el cumplimiento de los compromisos asumidos en tanta declaración, y a nosotros mismos 

como personas a poner en práctica los principios de los que nos vanagloriamos».20

La necesidad de educar a ciudadanos capaces de reclamar el cumplimiento de compromisos 

asumidos por los poderes públicos en favor de la paz es de gran importancia en el contexto de 

la Declaración de Luarca y es un componente básico de la necesidad de «pensar de una forma 

nueva las relaciones humanas» que preconiza el Artículo 2. Al mismo tiempo, la referencia a la 

solución pacífi ca de los confl ictos incluye la necesidad de que los Estados promuevan la creación 

de instancias de mediación y solución de confl ictos.

En otro orden de ideas, la necesidad de «generar procesos sociales basados en la confi anza, 

la solidaridad y el respeto mutuo» incluye la noción, muy querida por los educadores para la 

paz, de respeto a la diversidad cultural. De nuevo en palabras del profesor Martínez Guzmán, la 

educación del derecho humano a la paz «no se ha de realizar sólo asumiendo las formulaciones y 

tradiciones occidentales y de la parte norte rica del mundo realizada por seres humanos blancos, 

masculinos y adultos, sino que ha de estar imbuida de la educación intercultural y del diálogo 

entre civilizaciones y creencias…».21

El Artículo 3 de la Declaración trata del derecho a la seguridad humana, término que, como 

señaló la Comisión de Seguridad Humana de las Naciones Unidas, se distingue claramente de 

la seguridad estatal y coloca a la persona humana en el centro de las preocupaciones para buscar 

soluciones, políticas e institucionales integradas, a los problemas generados por los confl ictos vio-

lentos y la privación social y económica. Esta Comisión identifi có, en particular, seis áreas críticas 

relacionadas con el confl icto y la pobreza que afectaban a la seguridad humana: protección de las 

personas en los confl ictos violentos, protección de las personas que se trasladan, protección de 

las personas en situaciones posteriores a los confl ictos, inseguridad económica, inseguridad en el 

área de la salud, educación básica e información pública.22

El Artículo 3 se hace eco de la esencia de este análisis. Además, incluye la noción del disfrute 

de una vida en condiciones dignas, que completa la noción tradicional del derecho a la vida. 

Como señala el profesor Ruíz de la Cuesta,23 la nueva consideración del derecho a la vida, que 

20v. Martínez Guzmán, Vicent: «El derecho humano a la paz. Elementos del proyecto de declaración como 
instrumentos de educación para la paz», Tiempo de paz, núm. 80, (2006), p. 97.
21Ibídem, p. 95.
22Commission on Human Security: Protecting and Empowering People, fi nal report, 2003.
23v. Ruíz de la Cuesta, Antonio: «El derecho humano a la paz como presupuesto del derecho fundamental a una vida 
digna», en La Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, pp. 359-375.
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afortunadamente va encontrando respaldo tanto en la jurisprudencia internacional como en la 

doctrina, implica no sólo la prohibición de la privación arbitraria de la vida o las cuestiones que 

afectan a problemas bioéticos relacionados, por ejemplo, con la interrupción del embarazo o la 

eutanasia, sino que engloba también la privación del derecho humano a vivir con dignidad. En 

este sentido se pronuncia la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia de 17 

de junio de 2005 en el caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa c. Paraguay:

Este Tribunal ha sostenido que el derecho a la vida es fundamental en la Convención 

Americana, por cuanto de su salvaguarda depende la realización de los demás derechos. Al no 

respetarse el derecho a la vida, todos los demás derechos desaparecen, puesto que se extingue 

su titular. En razón de este carácter fundamental, no son admisibles enfoques restrictivos al 

derecho a la vida. En esencia, este derecho comprende no sólo el derecho de todo ser humano 

de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se generen condi-

ciones que le impidan o difi culten el acceso a una existencia digna. Una de las obligaciones que 

ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición de garante, con el objetivo de proteger 

y garantizar el derecho a la vida, es la de generar las condiciones de vida mínimas compatibles 

con la dignidad de la persona humana y a no producir condiciones que la difi culten o impidan. 

En este sentido, el Estado tiene el deber de adoptar medidas positivas, concretas y orientadas a 

la satisfacción del derecho a una vida digna, en especial cuando se trata de personas en situación 

de vulnerabilidad y riesgo, cuya atención se vuelve prioritaria.

El derecho a vivir en un entorno seguro y sano, que recoge el Artículo 4 de la Declaración, 

tiene que ver con ciertos aspectos de la paz social, a la que ya nos referimos en el comentario del 

Preámbulo, y la protección contra todo acto de violencia. Tiene la particularidad de aludir no sólo a 

la violencia estatal, sino también a la no estatal, incluyendo, por consiguiente, los actos terroristas. 

El derecho a la desobediencia y a la objeción de conciencia es objeto de regulación en el Ar-

tículo 5, con referencia tanto a la desobediencia en el ámbito militar (derecho de los miembros 

de toda institución militar o de seguridad a desobedecer órdenes ilícitas) como civil. Dentro de 

esta última categoría se enumeran diferentes tipos de actividades que suponen una amenaza para 

la paz y frente a las cuales cabría ejercer el derecho a la desobediencia. La novedad que representa 

este Artículo frente a instrumentos ya existentes es innegable y de largo alcance. 

Sobre este tema, el profesor De Faramiñán Gilbert ahonda en la noción de desobediencia civil 

y observa que ésta, como ejercicio del derecho humano a la paz, supone «una trasgresión que 

persigue un bien para la colectividad. Se trata de un trasgresión que en un estado democrático y 

de derecho reclama el ejercicio de derechos humanos fundamentales que, de algún modo, han 

sido conculcados por la legislación vigente». Observa «que todo estado miembro de las Naciones 

Unidas está obligado a cumplir con la Carta y, por tanto, en caso de incumplimiento de la misma, 

no sólo debe reaccionar la comunidad internacional por los cauces de la exigencia de responsabi-

lidad internacional, sino que también sus ciudadanos podrán reclamar su derecho a abstenerse a 

participar en un confl icto bélico que viole los principios más elementales de la paz y la seguridad 
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internacionales, así como el derecho humano del libre desarrollo de la personalidad». Se refi ere 

también a Jürgen Habermas, para quien «la desobediencia civil se desenvuelve dentro del marco 

constitucional del estado democrático y busca confi gurar de una manera no convencional la vo-

luntad política colectiva». La desobediencia civil utiliza la violación de las leyes de forma simbóli-

ca y calculada y se fundamenta en medios no violentos de protesta. «De ahí que para Habermas, 

la desobediencia civil representa un papel innovador y correctivo del sistema democrático por lo cual, 

la respuesta que el Estado le dé y su capacidad de incorporarlo al proceso institucional constituye 

un test de la madurez democrática de ese estado».24

El Artículo 6 de la Declaración recoge el derecho a la resistencia e incluso a la rebelión contra 

la tiranía, que ya había sido enunciado en el Preámbulo de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos de 1948. En una lectura más actual, esos derechos deben ser extendidos a la resistencia 

contra las violaciones masivas de los derechos humanos, incluido el derecho a la libre determina-

ción que consagra el Artículo l, común a los dos Pactos Internacionales de Derechos Humanos, 

ampliamente aceptados por la comunidad internacional. 

Los Artículos 7 y 8 abordan el tema del movimiento de personas. El primero lo hace desde 

la perspectiva de quien se ve obligado a desplazarse como consecuencia, entre otros, de confl ictos 

bélicos (derecho al refugio), introduciendo varias novedades en relación con la actual legislación 

internacional en materia de refugio. En primer lugar, incorpora como motivos para obtener el re-

fugio los supuestos de persecución por agentes estatales o no estatales, por motivos de raza, género, 

religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, así como el 

desplazamiento forzado, internacional o interno, ocasionado por cualquier tipo de confl icto arma-

do o de catástrofe ambiental. En segundo lugar, incluye entre los benefi cios asociados a la calidad de 

refugiado el derecho de las víctimas a obtener una reparación por las violaciones sufridas.

Por su parte, el Artículo 8 contempla el derecho a emigrar, a establecerse pacífi camente en 

el territorio de otro Estado y a participar en los asuntos públicos del país de residencia habitual. 

Este Artículo da respuesta a lo que el profesor Díaz Hernández califi ca como oposición entre 

derechos humanos y control de los fl ujos. En efecto, según él «se están dando todas las condiciones 

para que se produzca una crisis moral: la migración debe ser aceptada como una cuestión de 

derechos humanos (asilo, no rechazo, aceptación,…) frente al criterio de considerarla como un 

tema subordinado a la soberanía de los Estados (entrada, residencia…)». Si el Artículo 13.1 de 

la Declaración Universal de Derechos Humanos consagra el derecho del individuo a dejar el 

propio país, «¿adónde puede ir si no le dejan entrar? Los Estados ¿están obligados a acoger a los 

emigrantes de los países pobres?, ¿a regularizar a los ilegales?, ¿a concederles la plena ciudadanía?, 

¿a reconocer el estatuto del refugiado? Es evidente que por reciprocidad el derecho a salir debe co-

rresponderse con el deber de admitir o dejar entrar. Tiene que existir una perfecta simetría entre 

deberes y derechos si se quiere de verdad garantizar el principio de libertad de movimientos que 

24v. Faramiñán Gilbert, Juan Manuel de: «El ejercicio del derecho humano a la paz a través de la desobediencia civil», en 
La Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, pp. 377-391.

Estudio peliminar 31



asiste a toda persona […] ¿Por qué no se puede ampliar la libertad de movimiento que existe en el 

seno de un país a la que se podría dar entre diferentes?, ¿qué obstáculos morales lo desaconsejan? 

Los impedimentos al ejercicio de la libertad de movimiento plantean también una cuestión de 

justicia: cada persona tiene desiguales oportunidades según haya nacido en un país próspero o 

en otro con menores posibilidades de promoción. Se quiebra, pues, el principio de igualdad de 

oportunidades que también debe tener carácter universal».25 

Coexisten en la fórmula propuesta en el Artículo 8 tanto la dimensión individual como la 

colectiva del derecho a emigrar. Esta última se refl eja en el párrafo 2, que se refi ere al derecho 

a emigrar cuando peligran o están seriamente amenazados el derecho a la seguridad humana o 

el derecho a vivir en un entorno seguro y sano, tratándose en estos casos de una migración for-

zada.26 El vínculo entre la seguridad humana y el movimiento de personas también se puso de 

manifi esto en el informe fi nal de la Comisión de Seguridad Humana de las Naciones Unidas, la 

cual propuso explorar la viabilidad de establecer un marco para la migración internacional que 

tenga en consideración la necesidad de lograr un equilibrio entre las necesidades de seguridad y 

de desarrollo de los países y la seguridad humana de las personas que se trasladan.27 

Los Artículos 9 y 10 contemplan derechos civiles fuertemente anclados, al menos en sus 

grandes líneas, en el derecho internacional de los derechos humanos y la jurisprudencia de los 

órganos encargados de su aplicación: el derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y reli-

gión, por un lado, y el derecho a un recurso efectivo, por otro. Se incluyen aquí por su innegable 

importancia para garantizar una paz duradera y sobre bases sólidas que preste particular atención 

a los derechos de las víctimas de violaciones de derechos humanos, entre los cuales se encuentran 

el derecho a obtener justicia, el derecho a la verdad y el derecho a obtener reparación, satisfacción 

y garantías de no repetición. 

El derecho al desarme que propone el Artículo 11 aparece como la conclusión lógica del dere-

cho a la paz y se vincula a lo que el profesor Vega López llama derecho a la paz política, consistente 

en la protección del individuo contra la guerra. Este derecho incluye el derecho del individuo 

a no ser considerado como enemigo por ningún Estado. Según el profesor Vega «teniendo en 

cuenta que la categoría de enemigo es justamente la que emerge en la guerra, en cuanto institucio-

nalización política de la muerte de los ciudadanos de otro Estado, al verse recíprocamente bajo 

la categoría de agresores y defensores, no habría mejor modo de perfi lar el contenido nuclear del 

derecho a la paz política como derecho humano que el siguiente: no poder ser tratado como ciu-

dadano enemigo en las relaciones entre Estados, y por tanto, no fi gurar como un objetivo político 

a exterminar por parte de ningún Estado extranjero, lo que sólo es posible si se extinguen las 

25v. Díaz Hernández, Ramón: «Ningún ser humano puede ser ilegal», en La Declaración de Luarca sobre el Derecho 
Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, pp. 407-420.
26v. Chueca Sancho, Ángel: «El contenido de la dimensión colectiva del derecho humano a la paz», en La Declaración 
de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, pp. 489-505.
27Commission on Human Security: Protecting and Empowering People, fi nal report, 2003, p.135.
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relaciones bélicas entre los propios Estados. Este derecho del ciudadano a no verse involucrado en 

confl ictos armados supone también una reversión radical del tradicional derecho internacional 

humanitario (Derecho de la Haya y de Ginebra) como ius in bello cuyas normas consuetudinarias 

y convencionales se limitan a regular los métodos y medios usados en la guerra protegiendo a los 

individuos en su condición de enemigos o contendientes».

Para el mismo autor, el segundo elemento esencial del derecho a la paz política es el derecho 

al desarme o «derecho del individuo frente al Estado a exigir de éste la supresión global de los 

ejércitos y del armamento». Y recuerda el argumento avanzado por Kant que seguiría siendo vá-

lido hoy día, a saber: «que los ejércitos suponen una amenaza constante de guerra al generar una 

dinámica de escalada armamentística y que, debido a ello, se convierten ellos mismos fi nalmente 

en causa de nuevas guerras ofensivas». 28 

El Artículo 11 no llega a exigir la supresión de los ejércitos, pero se hace eco de quienes, desde 

distintas perspectivas en las Naciones Unidas, han expresado la necesidad del desarme y los peli-

gros que representa la carrera armamentista. El secretario general, en su informe de 2005 titulado 

Un concepto más amplio de la libertad, resaltaba la necesidad de «alcanzar un nuevo consenso en 

materia de seguridad, cuyo primer artículo ha de ser que todos tenemos derecho a vivir libres 

de temor y que todo lo que amenaza a uno amenaza a todos». Señalaba también que «debemos 

esforzarnos por igual para eliminar la amenaza de las armas pequeñas y ligeras que para eliminar 

el peligro que representan las armas de destrucción en masa».29 En relación con aquéllas, señalaba 

que «la acumulación y proliferación de armas pequeñas y ligeras sigue siendo una grave amenaza 

para la paz, la estabilidad y el desarrollo sostenible».30

La Declaración sobre el Derecho al Desarrollo aprobada por la Asamblea General el 4 de 

diciembre de 1986 reafi rma la estrecha relación existente entre desarrollo y desarme, y en su Ar-

tículo 7 proclama que «todos los Estados deben promover el establecimiento, mantenimiento y 

fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales y, con ese fi n, deben hacer cuanto esté en 

su poder por lograr el desarme general y completo bajo un control internacional efi caz, así como 

lograr que los recursos liberados con medidas efectivas de desarme se utilicen para el desarrollo 

global, en particular de los países en desarrollo». 

Por su parte, la Comisión de Desarrollo Humano de las Naciones Unidas sostiene que los 

ciudadanos deben tener la posibilidad de evaluar las prioridades de los Estados en materia de 

seguridad, en particular la posibilidad de pronunciarse sobre el gasto militar en relación con el 

gasto en áreas prioritarias que afectan a la seguridad humana. Además, propugna una mayor 

transparencia de los Estados en relación con los gastos militares y los sistemas de armamento.31

28Ibídem, p. 258-259.
29Un concepto más amplio de la libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos, § 81 (informe del secretario 
general dirigido a la Cumbre de Jefes de Estado reunida en Nueva York en septiembre de 2005).
30Ibídem, § 120.
31Commission on Human Security: Protecting and Empowering People, fi nal report, 2003, p. 135.
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Por último, es de resaltar la Observación General nº 14, de 1984, del Comité de Derechos 

Humanos relativa al Artículo 6 (derecho a la vida) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos. En el párrafo 3 de dicha Observación el Comité se asoció a la preocupación manifesta-

da por la Asamblea General «ante el desarrollo y proliferación de armas cada vez más espantosas 

de destrucción en masa, que no sólo ponen en peligro la vida humana, sino que absorben recur-

sos que podrían utilizarse de otro modo para fi nes económicos y sociales vitales, en particular 

en benefi cio de los países en desarrollo, y por lo tanto para promover y garantizar el disfrute de 

los derechos humanos para todos». En el párrafo 6 el Comité propone que «debería prohibirse 

la producción, ensayo, posesión, despliegue y utilización de armas nucleares y reconocerse que 

se trata de delitos de lesa humanidad». Finalmente, en el párrafo 7, el Comité «en interés de la 

humanidad, pide a todos los Estados, sean o no partes en el Pacto, que adopten medidas urgentes 

unilateralmente y mediante acuerdo, para eliminar esta amenaza del mundo».32

El Artículo 12 de la Declaración reitera, en forma de derecho individual y colectivo, la defi nición 

de desarrollo presente en la Declaración del mismo nombre para, a continuación, añadir respecto a 

ésta el derecho a que se eliminen los obstáculos que impiden la realización del derecho al desarrollo. 

Como ejemplo de tales obstáculos menciona el servicio de la deuda externa y el mantenimiento de 

un orden económico internacional injusto que genera pobreza y exclusión social, aspecto este último 

también presente en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo de 1986 cuando, en su Artículo 3, 

párrafo 3, formula el deber de los Estados de promover un nuevo orden económico internacional. 

De la misma manera que el Artículo 12 reconoce el vínculo existente entre paz y desarrollo, 

el Artículo 13 lo establece entre paz y medio ambiente sostenible. La íntima relación entre los tres 

conceptos es indudable, no pudiéndose en la actualidad reivindicar el derecho a la paz sin tener 

en cuenta que, para usar las palabras del secretario general, los «esfuerzos por vencer la pobreza 

y lograr el desarrollo sostenible serán en vano si no se pone coto a la degradación del medio am-

biente y al agotamiento de los recursos naturales».33

El Artículo 14 constituye un llamamiento de atención hacia las personas pertenecientes a 

grupos vulnerables, estableciéndose el derecho a que su situación de víctimas de determinado 

tipo de violencia sea objeto de medidas particulares, y que tales medidas sean decididas con su 

participación. Como ejemplo de precedente de medidas de este tipo podemos mencionar las 

recogidas en la Declaración de Naciones Unidas sobre la eliminación de la violencia contra la 

mujer, proclamada por la Asamblea General el 20 de diciembre de 1993, y que se refi ere a la 

32El profesor Cançado Trindade afi rma que existe en el derecho internacional contemporáneo, una opinio iuris communis 
en relación a la ilegalidad de todas las armas de destrucción masiva: «Th e positivist outlook purporting to Challenger this 
prohibition of contemporary general International law has long been surpassed. Nor can this matter be approached from 
a strictly inter-State outlook, without taking into account the condition of human beings as subjects of international law. 
All weapons is condemned in any circunstances by the universal juridical conscience, which in my view constitutes the 
ultimate material source of international law, as of all Law», «Th e illegality under contemporary international law of all 
weapons of mass destruction», en  A humanização do direito internacional, Belo Horizonte: Del Rey, 2006, p.225.
33Un concepto más amplio de la libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos, § 57 (informe del secretario 
general dirigido a la Cumbre de Jefes de Estado reunida en Nueva York en septiembre de 2005).
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elaboración de planes de acción nacionales para promover la protección de la mujer contra toda 

forma de violencia, elaborar enfoques de tipo preventivo, adoptar medidas en el sector de la edu-

cación para modifi car las pautas sociales y culturales, etcétera. 

El Artículo 15 recoge el derecho de las personas y los pueblos, frente a los Estados, a exigir la 

realización efectiva de la paz. Además, enumera algunos de los métodos mediante los que dicha exi-

gencia se podrá canalizar, como la exigencia a los Estados de que apliquen la Carta de las Naciones 

Unidas, la denuncia de cualquier acto que amenace o viole el derecho humano a la paz, la exigencia de 

información objetiva en caso de confl icto, y la participación pacífi ca en actividades relacionadas con 

el derecho humano a la paz. En defi nitiva, este artículo constituye un complemento a los derechos 

recogidos en la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los 

grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales 

universalmente reconocidos, de 9 de diciembre de 1998. También constituye una salvaguarda frente 

a posibles ataques a la libertad de expresión, cuyo ejercicio deberá realizarse de conformidad con el 

derecho internacional en vigor. De ahí la remisión, en el párrafo 1, al respeto a las normas del derecho 

internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario.

B. Obligaciones

La Declaración de Luarca aborda la cuestión de las obligaciones en relación con el derecho 

humano a la paz en su Artículo 16. Si bien los Estados tienen la responsabilidad primordial y el 

deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos, incluido el derecho 

humano a la paz, los individuos, grupos y otros actores tienen también deberes y obligaciones. 

Así lo proclama el Preámbulo de la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el 

deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos huma-

nos y las libertades fundamentales, cuando reconoce «el derecho y el deber de los individuos, los 

grupos y las instituciones de promover el respeto y el conocimiento de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales». Además, el Artículo 18 de esta misma Declaración establece que:

2.- A los individuos, los grupos, las instituciones y las organizaciones no gubernamentales 

les corresponde una importante función y una responsabilidad en la protección de la democra-

cia, la promoción de los derechos humanos y las libertades fundamentales y la contribución al 

fomento y progreso de las sociedades, instituciones y procesos democráticos.

3.- Análogamente, les corresponde el importante papel y responsabilidad de contribuir, 

como sea pertinente, a la promoción del derecho de toda persona a un orden social e interna-

cional en el que los derechos y libertades enunciados en la Declaración Universal de Derechos 

Humanos y otros instrumentos de derechos humanos puedan tener una aplicación plena.

También la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo contiene una disposición en materia 

de responsabilidad no estatal. Así, el Artículo 2.2 proclama que «todos los seres humanos tienen, 
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individual y colectivamente, la responsabilidad del desarrollo, teniendo en cuenta la necesidad 

del pleno respeto de sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como sus deberes 

para con la comunidad, único ámbito en que se puede asegurar la libre y plena realización del ser 

humano y, por consiguiente, deben promover y proteger un orden político, social y económico 

apropiado para el desarrollo».

El profesor Saura Estapà aborda desde el ángulo jurídico la cuestión de la titularidad de las 

obligaciones que dimanan del derecho humano a la paz y considera positivo que la Declaración de 

Luarca no limite la titularidad a los Estados soberanos, lo que en su opinión restringiría indebida-

mente el alcance del derecho, sino que la extienda también a las Organizaciones internacionales, 

la sociedad civil, los pueblos, las mujeres y los hombres, las empresas y otros actores sociales y, en 

general, a toda la comunidad internacional. Según Saura, «por bien que algunos de los actores men-

cionados son realmente difusos (sociedad civil, comunidad internacional), el elenco citado tiene la 

virtualidad de señalar la responsabilidad de cualquier sujeto de derechos en el plano jurídico co-

rrespondiente: así, Estados y Organizaciones internacionales pueden y deben responder en el plano 

nacional e internacional. Empresas, individuos y otros actores sociales, al no ser sujetos de derecho 

internacional, lo harán en el plano interno, con la salvedad de los individuos que puedan incurrir en 

crímenes contra la paz, cuya responsabilidad puede exigirse también en el plano internacional».34

En el mismo orden de ideas, el profesor Cançado Trindade observa que «las propias formas 

de violaciones de los derechos humanos se han diversifi cado. Qué no decir, por ejemplo, de 

las violaciones perpetradas por organismos fi nancieros y detentadores del poder económico, 

llevando a miles de seres humanos al empobrecimiento, si no a la pobreza extrema y al ham-

bre. Qué no decir de las violaciones perpetradas por grupos clandestinos de exterminio, sin 

indicios aparentes de la presencia del Estado. Qué no decir de las violaciones perpetradas por 

los detentadores del poder de las comunicaciones. Qué no decir de los abusos y nuevas ame-

nazas ocasionados por los propios avances en el campo científi co-tecnológico. Qué no decir 

de las violaciones resultantes de la corrupción y la impunidad. Cabe concebir nuevas formas 

de protección del ser humano ante la actual diversifi cación de las fuentes de violaciones de 

sus derechos. El paradigma de protección (del individuo vis-à-vis el poder público) hoy corre 

el riesgo de tornarse insufi ciente y anacrónico, por no mostrarse equipado para hacer frente 

a tales violaciones, entendiéndose que, aun en estos casos permanece el Estado responsable por 

omisión, por no tomar medidas positivas de protección».35

Los párrafos 2 y 3 del Artículo 16 de la Declaración de Luarca engloban lo que se conoce 

como responsabilidad internacional colectiva de proteger. La responsabilidad de proteger, en pala-

bras del secretario general, «recae primera y primordialmente en cada uno de los Estados, cuya 

34v. Saura Estapà, Jaume: «Hacia un derecho humano a la paz internacionalmente reconocido», en La Declaración de 
Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz, 2.ª ed., Granda (Siero): Madú, 2008, pp. 469-487.
35v. Cançado Trindade, Antônio A.: El derecho internacional de los derechos humanos en el siglo XXI, Santiago: 
Editorial Jurídica de Chile, 2001, pp. 412-413.
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principal razón de ser y obligación es proteger a su población. En caso de que las autoridades 

nacionales no estén dispuestas a proteger a sus ciudadanos, o no puedan hacerlo, se traslada a la 

comunidad internacional la responsabilidad de utilizar medios diplomáticos, humanitarios y de 

otro tipo para contribuir a proteger los derechos humanos y el bienestar de la población civil. 

Cuando esos métodos se revelen insufi cientes, el Consejo de Seguridad, movido por la necesidad, 

puede decidir adoptar medidas al amparo de la Carta de las Naciones Unidas».36

Los párrafos 4 a 7 del Artículo 16 de la Declaración de Luarca se asientan, entre otros pre-

cedentes, en el párrafo 9 de la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas, que incluye el 

compromiso de «aumentar la efi cacia de las Naciones Unidas en el mantenimiento de la paz y de 

la seguridad, dotando a la Organización de los recursos y los instrumentos que necesita en sus 

tareas de prevención de confl ictos, resolución pacífi ca de controversias, mantenimiento de la paz, 

consolidación de la paz y reconstrucción después de los confl ictos».

Por su parte, el Grupo de alto nivel sobre las amenazas, los desafíos y el cambio, nombrado 

por el secretario general, en su informe Un mundo más seguro: la responsabilidad que compartimos, 

manifestó que la Carta, debidamente aplicada, constituye el marco jurídico apropiado para actuar 

en todas las situaciones en que se trata de proteger de una amenaza contra la paz y la seguridad, y 

propuso el establecimiento de criterios para legitimar la intervención del Consejo de Seguridad:

204. La efi cacia del sistema mundial de seguridad colectiva, al igual que la de cualquier 

otro ordenamiento jurídico, depende en última instancia no sólo de la legalidad de las decisio-

nes sino también de que haya una idea común de que son legítimas y de que se adoptan sobre 

la base de pruebas sólidas y por buenas razones, tanto morales como jurídicas.

[…] al decidir si ha de autorizar o no el uso de la fuerza, el Consejo debe aprobar y tener 

sistemáticamente en cuenta una serie de directrices convenidas que se refi eran directamente ya 

no a si se puede usar legalmente la fuerza sino a si se debe usarla por cuestiones de conciencia 

y sentido común. […]

207. El Consejo de Seguridad, al debatir si ha de autorizar o aprobar el uso de la fuerza 

militar, debe tener siempre en cuenta, además de cualesquiera otras consideraciones, por lo 

menos los cinco criterios básicos de legitimidad que se indican a continuación:

Gravedad de la amenaza […]

Propósito correcto […] 

Último recurso […] 

Proporcionalidad de los medios […]  

Balance de las consecuencias […]37

36Un concepto más amplio de la libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos, § 135 (informe del secretario 
general dirigido a la Cumbre de Jefes de Estado reunida en Nueva York en septiembre de 2005).
37Documento A/59/565, de 2005 (conocido como Informe Panyarachun).
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El secretario general hizo suyas estas propuestas y afi rmó que «intentando justifi car de este 

modo la acción militar, el Consejo daría una mayor transparencia a sus deliberaciones y conse-

guiría con toda probabilidad que sus decisiones fuesen más respetadas, tanto por los gobiernos 

como por la opinión pública mundial».38

Por último, los párrafos 5-7 del Artículo 16, inspirados en el precedente negativo del Iraq, 

confi rman el derecho internacional en vigor en el sentido de que toda intervención militar uni-

lateral, sin contar con la preceptiva autorización del Consejo de Seguridad, constituye una gra-

vísima violación de los principios y propósitos de la Carta de las Naciones Unidas.39 Pero la 

autoridad del Consejo de Seguridad se afi rmará en el plano internacional en la medida en que su 

composición sea más democrática, sus métodos de trabajo transparentes y la sociedad civil pueda 

participar en sus actividades.

Parte II

Aplicación de la Declaración

Normalmente las Declaraciones de las Naciones Unidas en el ámbito de los derechos hu-

manos no llevan aparejados el establecimiento de mecanismos para el control de su aplicación, 

reservándose éstos para las convenciones consideradas como principales por el tipo de derechos 

que se proponen proteger. La Declaración de Luarca supone una innovación en este sentido, pues 

propone el establecimiento de un grupo de trabajo de personas expertas independientes, elegidas 

por la Asamblea General.

Se encuentran precedentes de órganos que guardarían ciertas similitudes con este grupo de 

trabajo en el Comité Especial sobre la aplicación de la Declaración sobre la concesión de la inde-

pendencia a los países y pueblos coloniales, establecido por la Asamblea General en 1961 con el 

objetivo de promover la aplicación de la Declaración sobre la concesión de la independencia a los 

países y pueblos coloniales [resolución 1514(XV)]. Ahora bien, este Comité tiene composición 

intergubernamental. También tenían composición intergubernamental otros órganos subsidia-

rios de protección de derechos humanos establecidos por la Asamblea, a saber, el Comité Espe-

cial contra el Apartheid (1962-1995), el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia (África 

Suroccidental) (1967-1990); y el Comité Especial encargado de investigar las prácticas israelíes 

que afecten a los derechos humanos del pueblo palestino, establecido en 1968 y aún en funcio-

namiento; o el Grupo de personas expertas gubernamentales sobre la cooperación internacional 

para evitar nuevas corrientes de refugiados (1981-1982).40

38Cit. § 126.
39v. Andrés Sáenz de Santa María, Paz: «Spain and the war on Iraq», Spanish Yearbook of International Law, vol. 
X, 2004, pp. 39-66.
40v. Villán Durán, Carlos: Curso de derecho internacional de los derechos humanos, Madrid: Trotta, 2002, pp. 593-598.
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La naturaleza del grupo de trabajo compuesto por personas expertas independientes y no 

gubernamentales encuentra su inspiración en grupos de trabajo establecidos mediante resolucio-

nes de la antigua Comisión de Derechos Humanos (hoy Consejo de Derechos Humanos) para el 

control de situaciones relacionadas, respectivamente, con la detención arbitraria, las desaparicio-

nes forzadas o las actividades mercenarias. 

En cuanto a su composición, se prevé que el grupo de trabajo sobre el derecho humano a la 

paz esté integrado por diez miembros y que éstos sean elegidos con arreglo a ciertos criterios que 

recuerdan los grupos de trabajo de la Comisión de Derechos Humanos arriba mencionados o, 

incluso, los órganos establecidos en tratados de derechos humanos, tales como la competencia, 

imparcialidad e integridad, la distribución geográfi ca equitativa y la representación equilibrada 

de géneros. La elección por votación secreta de la Asamblea General lo aleja de las prácticas de 

la Comisión de Derechos Humanos, donde la elección de los miembros de grupos de trabajo y 

relatores especiales era efectuada por el presidente en consultas con la Mesa. Más bien, este modo 

de elección se acerca al de los miembros de los órganos de tratados, que son elegidos en reuniones 

de los Estados partes en cada tratado. 

Por último, el Artículo 18 de la Declaración contiene una larga lista de funciones que se atribu-

yen al grupo de trabajo y que se pueden clasifi car en funciones de promoción, de protección y de 

información. Entre las primeras fi gura, formulada en términos muy amplios, la de «promover mun-

dialmente el respeto y la conciencia del derecho humano a la paz», así como preparar un proyecto 

de convención internacional que incluya el derecho humano a la paz. Entre las actividades de pro-

tección está la de recabar, reunir y reaccionar ante la información que reciba en asuntos relacionados 

con la Declaración, así como dirigir recomendaciones y llamamientos a los Estados en consonancia 

con la información de que disponga. Finalmente, entre las funciones de información se encuentran 

la de presentar informes ad hoc a la Asamblea General, al Consejo de Seguridad o al Consejo de 

Derechos Humanos en caso de amenaza inminente o violación grave del derecho humano a la paz, 

así como un informe anual de actividades a estos mismos órganos; también la remisión a las juris-

dicciones penales internacionales que corresponda, de información sobre situaciones relacionadas 

con posibles violaciones de la Declaración y que sean de la competencia de esas jurisdicciones.

IV. Conclusiones: más allá de Luarca

Superada la fase de consultas a nivel nacional la aedidh, con el patrocinio de la Agencia Cata-

lana de Cooperación al Desarrollo, se propone llevar la Declaración de Luarca a la esfera interna-

cional. A estos efectos, entre 2007 y 2009, se organizaron amplias consultas regionales de personas 

expertas en América Latina y el Caribe, en el África anglófona y francófona, en Asia, en Europa y 

en la región árabe. En diciembre de 2010 se prevé la celebración en Santiago de Compostela de un 

congreso internacional sobre el derecho humano a la paz, al que acudirán ongs y personas expertas 

procedentes de las cinco regiones del mundo. 
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Una vez concluida la fase de consultas con la sociedad civil internacional, la aedidh espera 

contar en 2011 con un texto consolidado de proyecto de declaración universal del derecho hu-

mano a la paz que recoja fi elmente las aspiraciones de la sociedad civil internacional en su con-

junto. A partir de ese momento, la aedidh y las organizaciones que deseen asociarse al proyecto 

lo presentarán en Ginebra ante los órganos codifi cadores de las Naciones Unidas en materia de 

derechos humanos (Consejo de Derechos Humanos y —así lo esperamos— la Subcomisión de 

Promoción y Protección de los Derechos Humanos y su Comité Asesor), instándolos a iniciar 

el proceso de codifi cación ofi cial y defi nitivo del derecho humano a la paz en el marco de las 

Naciones Unidas. 

Aunque la aedidh, con el patrocinio de la Agencia Catalana de Cooperación al Desarro-

llo, se compromete a acompañar y vigilar el proceso de codifi cación en el marco de las Na-

ciones Unidas como una iniciativa paralela a la de la Alianza de Civilizaciones que promueve 

España ante las Naciones Unidas, el camino será ciertamente largo, costoso y, hasta cierto 

punto, incierto. Pero la aedidh confía en asociar, bajo esta iniciativa, a un gran número de 

organizaciones no gubernamentales, internacionales y nacionales, interesadas en conseguir la 

proclamación universal del derecho humano a la paz. Igualmente, esperamos que los Estados 

sean sensibles a la demanda generalizada y creciente de la sociedad civil a favor de la paz y se 

asocien, a su vez, a esta iniciativa de codifi cación ofi cial. En defi nitiva, corresponderá a los Es-

tados decidir la suerte fi nal que deberá correr el proyecto de declaración iniciado en su día con 

la Declaración de Luarca de 30 de octubre de 2006. La aedidh aspira a que las Naciones Uni-

das aprueben un texto normativo sobre el derecho humano a la paz en forma de Declaración, 

que incorpore un mecanismo de aplicación. En el término fi nal del proceso de codifi cación, 

tal Declaración deberá ser adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas como anexo a una resolución. 

Ulteriormente la aedidh considerará oportuno concentrar sus esfuerzos en conseguir la ela-

boración de un tercer Pacto Internacional de Derechos Humanos que consagre los derechos de la 

solidaridad, entre los que fi gurarían el derecho a la paz, el derecho al desarrollo, el derecho a un 

medio ambiente sano, el derecho a la asistencia humanitaria y el derecho al patrimonio común de 

la humanidad. Ese texto convencional deberá contener obligaciones jurídicas más precisas para 

los Estados Partes en las materias indicadas. 

Proyectos de esta naturaleza que pudieran ser tachados por algunos de idealistas son necesa-

rios como revulsivo ante la grave crisis en las relaciones internacionales que estamos padeciendo 

desde el fatídico 11 de septiembre de 2001. No podemos quedarnos silenciosos ante la prolifera-

ción de guerras de agresión propiciadas por las superpotencias, que han hecho saltar en añicos el 

sistema de seguridad colectiva diseñado en la Carta de las Naciones Unidas. Tampoco podemos 

aceptar la barbarie que signifi can las violaciones masivas del derecho internacional humanitario 

y del derecho internacional de los derechos humanos. Por lo mismo, tampoco podemos contem-

plar indiferentes la banalización o la deslocalización de la tortura, el secuestro de personas y la 

suspensión sine die de sus garantías procesales. 
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Es legítimo que los Estados se defi endan contra el terrorismo internacional, a todas luces 

condenable. Pero este triste fenómeno no se combate únicamente con las armas, porque se 

alimenta de la desesperación de los desposeídos de la humanidad, 3.000 millones de seres 

humanos que reclaman un lugar frente a la mundialización de la economía y de las fi nanzas 

internacionales de corte neoliberal de las que se aprovechan fundamentalmente las empresas 

multinacionales. La solidaridad de los países ricos en el marco de la cooperación internacional 

es un imperativo moral y jurídico41 no solamente para combatir efi cazmente la extrema po-

breza, el hambre y las enfermedades, sino también para construir Estados de derecho sólidos, 

instituciones democráticas libres de corrupción y administraciones de justicia independientes, 

capaces de tutelar efi cazmente los derechos humanos. 

En defi nitiva, la mejor defensa contra la actual inseguridad internacional es reclamar de los Es-

tados una doble coherencia: en primer lugar, con su compromiso político de realizar los objetivos de 

desarrollo establecidos en la Declaración del Milenio:42 reducir a la mitad para el año 2015 el núme-

ro de excluidos sociales en situación de extrema pobreza (1.300 millones de seres humanos subsisten 

con menos de un dólar por día). En segundo lugar, con el cumplimiento de las normas de didh que 

ellos mismos han aprobado, en especial las imperativas e inderogables en toda circunstancia, por 

muy excepcional que sea —incluida la lucha contra el terrorismo internacional—, relacionadas con 

los derechos a la vida, libertad, seguridad e integridad de las personas.43

Por primera vez en la historia de la humanidad, los diagnósticos son certeros y los objetivos 

a alcanzar son claros y ampliamente compartidos por la comunidad internacional. Si entre todos 

conseguimos mantener el timón rumbo a los objetivos de desarrollo del milenio, estaremos po-

niendo los cimientos de una nueva sociedad que vivirá en paz porque habrá sabido erradicar las 

causas profundas de la violencia de todo orden, tanto la armada como la estructural. Solamente 

entonces estaremos realizando el derecho humano a la paz. 

Con frecuencia se argumenta que existen demasiados instrumentos internacionales y que 

se debería velar por su aplicación efectiva antes de abordar la redacción de otros nuevos. Por el 

contrario, la aedidh no cree que ambas actividades sean excluyentes, sino complementarias y 

necesarias. Por eso comparte la refl exión en la que se fundamenta el proyecto de Carta de De-

rechos Humanos Emergentes, que también incluye el derecho a la paz: los derechos humanos 

son el «resultado de un proceso inacabado y en permanente transformación. Emergen nuevos 

41La cooperación internacional para el desarrollo y la efectividad de los derechos humanos es una obligación de 
todos los Estaos derivada de los Artículos 55 y 56 de la Carta de las Naciones Unidas y debe inspirarse en los 
principios establecidos en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo aprobada por la Asamblea General el 4 
de diciembre de 1986.
42La Declaración del Milenio fue aprobada por la primera cumbre de Jefes de Estado, reunidos en Nueva York en 
septiembre de 2000, y refrendada por la segunda cumbre de Jefes de Estado, reunidos también en Nueva York 
en septiembre de 2005.  
43v. Villán Durán, Carlos: «Las Naciones Unidas ante el Nuevo escenario preventivo. El reto de los derechos humanos», 
en La seguridad preventiva como nuevo riesgo para los derechos humanos, Zarautz: 2006, pp. 19-42.
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compromisos, necesidades y nuevos derechos, pero sobre todo, aparece una toma de conciencia 

de las sociedades actuales que hacen visibles a pueblos y grupos sociales que hoy aparecen con voz 

a través de la emergencia de una sociedad civil internacional organizada. La Carta de Derechos 

Humanos Emergentes se inscribe como respuesta a los procesos de globalización cuya naturaleza 

parcial y desigual excluye de sus benefi cios a amplias capas de la población mundial, en particular 

los países subdesarrollados, pero también en los desarrollados, diseñando como marco de relación 

global un escenario de pobreza, violencia y exclusión».44

44Iniciativa de la sociedad civil, consecuencia del Foro de las Culturas celebrado en Barcelona en 2004. En el mismo 
sentido se pronunciaba en 2003 el Honorable Douglas Roche refi riéndose a la expansión continua del concepto de 
derechos humanos: «New aspects of life, new situations and new types of confl ict that cannot be foreseen are continually 
pushing the defi nition of human rights beyond old limits. Th is is a normal legal process that has been adopted by 
national legal systems the world  over, and it should be no surprise that the same process is becoming evident in an 
increasingly interconnected world». v. Roche, Douglas: Th e human right to peace, Otawa: Novalis, 2003, p. 138.
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Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a la Paz

Los abajo fi rmantes, reunidos en la Casa de Cultura de Luarca (Asturias) en Comité de exper-

tos para la redacción de un proyecto de declaración universal sobre el derecho humano a la paz, 

promovido por la Asociación Española para el Desarrollo y la Aplicación del Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos, con el patrocinio de la Agencia Catalana de Cooperación al Desarrollo 

de la Generalitat de Catalunya y la colaboración de la Consejería de Justicia, Seguridad Pública 

y Relaciones Exteriores del Principado de Asturias, la Universidad de Oviedo y el Ayuntamiento 

de Valdés; teniendo presentes las conclusiones y recomendaciones formuladas en los seminarios 

regionales de expertos relativos al proyecto de declaración universal sobre el derecho humano 

a la paz celebrados en Gernika (30 de noviembre y 1 de diciembre de 2005), Oviedo (27-28 

de julio de 2006), Las Palmas de Gran Canaria (17-18 de agosto de 2006), Bilbao (15-16 de 

septiembre de 2006), Madrid (21-22 de septiembre de 2006), Barcelona (28-29 de septiembre 

de 2006) y Sevilla (13-14 de octubre de 2006); hemos adoptado el día 30 de octubre de 2006, 

con la intención de que la Asamblea General de las Naciones Unidas la considere en un futuro 

cercano, la siguiente

DECLARACIÓN DEL DERECHO HUMANO A LA PAZ

Preámbulo

La Asamblea General,

(1) Considerando que, de conformidad con el preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas 

y los propósitos y principios que la misma enuncia, la paz es un valor universal, la razón de ser 

de la Organización, así como precondición y consecuencia del disfrute de los derechos humanos 

por todos;

(2) Reconociendo la concepción positiva de la paz que va más allá de la estricta ausencia de 

confl icto armado y se vincula al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos como 

condición para la satisfacción de las necesidades básicas de los seres humanos, a la eliminación 

de todo tipo de violencia, así como al respeto efectivo de todos los derechos humanos;

(3) Teniendo en cuenta los principios y normas consagrados en los instrumentos fundamen-

tales de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos, en particular la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, el Pacto In-

ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos 



Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de 

discriminación racial, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 

contra la mujer, la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención Internacional sobre la 

protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares;

(4) Estimando que el derecho internacional constituye un instrumento cuya aplicación adecua-

da y efectiva es indispensable para la consecución de la paz, y que ésta es responsabilidad compar-

tida de las mujeres y los hombres, pueblos, Estados, organizaciones internacionales, sociedad civil, 

empresas y otros actores sociales y, en general, de toda la comunidad internacional;

(5) Recordando que la Carta de las Naciones Unidas obliga a los Estados miembros a arreglar 

sus controversias internacionales por medios pacífi cos de tal manera que no se pongan en peligro 

ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia, así como a abstenerse, en sus relaciones 

internacionales, de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o 

la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los 

propósitos y principios de las Naciones Unidas;

(6) Recordando la Declaración de Estambul, aprobada por la XXI Conferencia Internacional 

de la Cruz Roja mediante su resolución XIX (1969), en la que se declara que el ser humano 

tiene derecho a disfrutar de una paz duradera y la resolución 5/XXXII (1976) de la Comisión de 

Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en la que se afi rma que toda persona tiene derecho 

a vivir en condiciones de paz y seguridad internacional;

(7) Recordando igualmente las resoluciones pertinentes de la Asamblea General, entre ellas, 

la resolución 33/73, de 15 de diciembre de 1978, que aprueba la Declaración sobre la prepara-

ción de las sociedades para vivir en paz; la resolución 39/11, de 12 de noviembre de 1984, que 

proclama la Declaración sobre el Derecho de los Pueblos a la Paz; la resolución 53/243, de 13 

de septiembre de 1999, que proclama la Declaración sobre una Cultura de Paz, la Declaración 

de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992; así como la resolución 55/282 de 7 

de septiembre de 2001, en la que se decidió observar el Día Internacional de la Paz el 21 de 

septiembre de cada año; 

(8) Reconociendo también que, conforme al Preámbulo de la Constitución de la Organiza-

ción de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, «puesto que las guerras 

nacen en la mente de los hombres, es en la mente de los hombres donde deben erigirse los 

baluartes de la paz» y que, según esta Organización, se debe promover una cultura de paz, en-

tendida como el conjunto de valores, actitudes, comportamientos y estilos de vida que propician 

el rechazo de la violencia y contribuyen a la prevención de los confl ictos, al combatir sus raíces 

mediante el diálogo y la negociación entre individuos, grupos y Estados;

(9) Constatando que el compromiso en favor de la paz es un principio general del derecho 

internacional, de conformidad con el artículo 38.1.c) del Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia, según reconoció la Consulta Internacional de expertos representantes de 117 Estados 

sobre el derecho humano a la paz, celebrada en París en marzo de 1998;
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(10) Considerando que la comunidad internacional requiere la codifi cación y desarrollo 

progresivo del derecho humano a la paz, como derecho que tiene entidad propia, vocación 

universal y carácter intergeneracional, porque corresponde tanto a las generaciones presentes 

como a las futuras;

(11) Recordando que los derechos humanos son inalienables, universales, indivisibles e in-

terdependientes y que la Carta de las Naciones Unidas reafi rma la fe en los derechos humanos 

fundamentales, en la dignidad y valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de 

mujeres y hombres; 

(12) Conscientes de la vulnerabilidad y dependencia del ser humano, del derecho y la necesidad 

que tienen las personas y los grupos de vivir en paz y de que se establezca un orden social, interno e 

internacional, en el que la paz sea la prioridad absoluta, de manera que se hagan plenamente efec-

tivos los derechos y libertades proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos;

(13) Considerando que la promoción de una cultura de paz, la redistribución mundial de 

los recursos y la realización de la justicia social deben contribuir al establecimiento de un nuevo 

orden económico internacional que permita lograr los propósitos de la presente Declaración, al 

eliminar las desigualdades, la exclusión y la pobreza que generan violencia estructural incompa-

tible con la paz a nivel interno e internacional; 

(14) Teniendo presente que la paz debe estar basada en la justicia, y preocupados por la suerte de 

las víctimas de violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, y recor-

dando su derecho a la justicia, a la verdad y a una reparación efectiva que incluya el restablecimiento 

de su honra, la reivindicación de su memoria y la adopción de medidas que impidan la repetición de 

esos hechos, contribuyendo así a la reconciliación y al establecimiento de una paz duradera;

(15) Conscientes de que el fi n de la impunidad como herramienta para la paz también exige 

que toda institución militar o de seguridad esté plenamente subordinada al estado de derecho, 

al cumplimiento de las obligaciones que derivan del derecho internacional, al respeto de los 

derechos humanos y del derecho internacional humanitario, y a la consecución de la paz, y de 

que, por lo tanto, la disciplina militar y el cumplimiento de órdenes superiores deben estar su-

bordinados al logro de estos objetivos;

(16) Conscientes, igualmente, de que los éxodos y fl ujos migratorios masivos son forzados, 

suelen obedecer a peligros, amenazas o quebrantamientos de la paz en su origen, y pueden a su 

vez poner en peligro la paz en los países de destino, por lo que la comunidad internacional debe 

defi nir sin dilación un régimen internacional de las migraciones que reconozca el derecho de 

toda persona a emigrar y establecerse pacífi camente en el territorio de un Estado, en los casos 

previstos en la presente Declaración; 

(17) Afi rmando que no se conseguirá la efectividad del derecho a la paz sin la realización de 

la igualdad de derechos y el respeto a la diferencia entre las mujeres y los hombres, sin el respeto 

a los distintos valores culturales y creencias religiosas que sean compatibles con los derechos 

humanos, y sin la eliminación del racismo, la xenofobia y las formas contemporáneas de discri-

minación racial; 
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(18) Reconociendo las formas agravadas de sufrimiento de las mujeres en los confl ictos arma-

dos, y subrayando la importancia de su participación plena en los procesos de construcción de la 

paz, tal y como ha reconocido el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en su resolución 

1325 (2000); 

(19) Preocupados porque la producción de armas, la carrera de armamentos y el tráfi co des-

mesurado e incontrolado de toda clase de armas ponen en peligro la paz y seguridad, obstaculi-

zando también la realización del derecho al desarrollo;

(20) Convencidos de que la consecución de la paz está intrínsecamente vinculada al respeto 

del medio ambiente, así como al desarrollo económico, social y cultural de todos los pueblos que 

sea ambiental y humanamente sostenible; 

(21) Convencidos igualmente de que la paz ha sido y continúa siendo un anhelo constante de 

todas las civilizaciones a lo largo de la historia de la humanidad, por lo que todos debemos unir 

nuestros esfuerzos para conseguir la realización efectiva de la paz, 

proclama la siguiente Declaración:

Parte I

Contenido del derecho humano a la paz

Sección A. Derechos

Artículo 

Titulares

Las personas, los grupos y los pueblos tienen el derecho inalienable a una paz justa, sos-

tenible y duradera. En virtud de este derecho, son titulares de los derechos enunciados en 

esta Declaración.

Artículo 

Derecho a la educación en la paz y los derechos humanos

Toda persona tiene derecho a recibir una educación en la paz y los derechos humanos, fun-

damento de todo sistema educativo, que contribuya a generar procesos sociales basados en 

la confi anza, la solidaridad y el respeto mutuo, facilite la solución pacífi ca de los confl ictos y 

ayude a pensar de una forma nueva las relaciones humanas.
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Artículo 

Derecho a la seguridad humana

Toda persona tiene derecho a la seguridad humana, que debe incluir, entre otros derechos:

a) El derecho a disponer de los instrumentos, medios y recursos materiales que le 

permitan disfrutar plenamente de una vida en condiciones dignas y, en tal sentido, 

el derecho a disponer de alimentos esenciales y agua potable, atención primaria de 

salud, abrigo y vivienda básicos y formas básicas de enseñanza; 

b) El derecho a disfrutar de condiciones laborales y sindicales dignas, y a la protección 

de los servicios sociales, en condiciones de igualdad de trato entre las personas que 

desempeñen la misma ocupación o prestación.

Artículo 

Derecho a vivir en un entorno seguro y sano

Los seres humanos y los pueblos tienen el derecho a vivir en un entorno privado y público 

que sea seguro y sano, así como a recibir protección contra los actos de violencia ilegítima, 

con independencia de su procedencia estatal o no estatal.

Artículo 

Derecho a la desobediencia y a la objeción de conciencia

Toda persona, individualmente o en grupo, tiene el derecho a la desobediencia civil y a la 

objeción de conciencia por la paz, que consiste en:

a) El derecho a la desobediencia civil frente a actividades que supongan amenazas contra la paz, 

incluida la protesta y el incumplimiento pacífi cos de leyes que violenten la conciencia;

b) El derecho de los miembros de toda institución militar o de seguridad a la desobe-

diencia de órdenes criminales o injustas durante los confl ictos armados y a no par-

ticipar en operaciones armadas, internacionales o internas, que violen los principios 

y normas del derecho internacional de los derechos humanos o del derecho interna-

cional humanitario;

c) El derecho a no participar en —y a denunciar públicamente— la investigación cien-

tífi ca para la producción o el desarrollo de armas de cualquier clase;

d) El derecho a obtener el estatuto de objeción de conciencia frente a las obligaciones militares; 

e) El derecho a la objeción fi scal al gasto militar y a la objeción laboral y profesional ante 

operaciones de apoyo a confl ictos armados o que sean contrarias al derecho interna-

cional de los derechos humanos o al derecho internacional humanitario.
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Artículo 

Derecho a resistir y a oponerse a la barbarie

1. Toda persona y todo pueblo tienen el derecho a la resistencia e incluso a la rebelión ante vio-

laciones graves, masivas o sistemáticas de los derechos humanos, lo mismo que del derecho a 

la libre determinación de los pueblos, de conformidad con el derecho internacional.

2. Las personas y los pueblos tienen el derecho a oponerse a la guerra, a los crímenes de guerra, a 

los crímenes de lesa humanidad, a las violaciones de los derechos humanos, a los crímenes de 

genocidio y de agresión, a toda propaganda a favor de la guerra o de incitación a la violencia 

y a las violaciones del derecho humano a la paz, según se defi ne en la presente Declaración.

Artículo 

Derecho al refugio

1. Toda persona tiene derecho a solicitar y obtener refugio en cualquier país sin discrimina-

ción, en los siguientes supuestos:

a) En caso de sufrir persecución por actividades a favor de la paz, en contra de la guerra 

o a favor de los derechos humanos; 

b) En caso de temor fundado a ser perseguida por agentes estatales o no estatales, por 

motivos de raza, género, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo 

social u opiniones políticas;

c) En caso de ser víctima de desplazamiento forzado, internacional o interno, ocasiona-

do por cualquier tipo de confl icto armado o catástrofe ambiental.

2. El estatuto de refugiado debe incluir:

a) El derecho a la integración social y laboral;

b) El derecho a obtener una reparación efectiva, conforme a la presente Declaración, fren-

te a violaciones de los derechos humanos y libertades fundamentales; 

c) El derecho a retornar a su país con las debidas garantías, una vez extinguidas las causas 

de persecución y, en su caso, fi nalizado el confl icto armado.

Artículo 

Derecho a emigrar, a establecerse pacíficamente y a participar

1. Toda persona tiene derecho a emigrar y a establecerse pacífi camente, así como a retornar a su 

estado de origen. Ningún extranjero podrá ser expulsado sin las debidas garantías previstas en el 

derecho internacional y de conformidad con el principio de no devolución (non-refoulement).
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2. En particular, toda persona tiene derecho a emigrar si peligran o están seriamente ame-

nazados su derecho a la seguridad humana o su derecho a vivir en un entorno seguro y 

sano, en los términos enunciados en los artículos 3 a) y 4 de la presente Declaración. 

3. Toda persona tiene derecho a participar, individual o colectivamente, en los asuntos públi-

cos del país donde tenga su residencia habitual. 

4. Toda persona o grupo tiene derecho a que se establezcan mecanismos e instituciones 

específi cas de participación que aseguren la expresión libre y pública de sus preocupa-

ciones y demandas individuales y colectivas.

Artículo 

Ejercicio de las libertades de pensamiento, conciencia y religión

Toda persona tiene derecho a expresar públicamente su libertad de pensamiento, conciencia 

y religión; y a que se respete su derecho a tener, adoptar y manifestar, individual o colec-

tivamente, las creencias y convicciones de su elección, según lo establecido en el derecho 

internacional de los derechos humanos.

Artículo 

Derecho a un recurso efectivo

1. Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo que la ampare contra violaciones de sus 

derechos humanos. 

2. Toda persona tiene el derecho imprescriptible e irrenunciable a obtener justicia ante viola-

ciones de sus derechos humanos, lo que comprenderá la investigación y determinación de 

los hechos y la identifi cación y castigo de los responsables.

3. Las víctimas de violaciones de derechos humanos, sus familiares y la sociedad en general, 

tienen derecho a conocer la verdad. 

4. Toda víctima de una violación de derechos humanos tiene derecho a que se restablezcan 

sus derechos conculcados y a obtener una reparación conforme al derecho internacional, 

incluido el derecho a una indemnización y a medidas de satisfacción o reparación simbó-

lica y garantías de no repetición.

Artículo 

Derecho al desarme

Las personas y los pueblos tienen derecho a:

a)  No ser considerados como enemigos por ningún Estado;

b) Que todos los Estados procedan, conjunta y coordinadamente, en un plazo razonable, 

a un desarme general, transparente, bajo control internacional efi caz y completo;
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c) Que los recursos liberados por el desarme se destinen al desarrollo económico, social 

y cultural de los pueblos y a la justa redistribución de los mismos, atendiendo espe-

cialmente a las necesidades de los países más pobres y de los grupos vulnerables, de 

manera que se ponga fi n a las desigualdades, la exclusión social y la pobreza.

Artículo 

Derecho al desarrollo

1. Toda persona y todo pueblo tienen el derecho inalienable a participar en un desarrollo eco-

nómico, social, cultural y político en el que puedan realizarse plenamente todos los derechos 

humanos y libertades fundamentales, así como a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de él.

2. Toda persona y todo pueblo tienen el derecho a que se eliminen los obstáculos que impiden la 

realización del derecho al desarrollo, tales como el servicio de la deuda externa o el manteni-

miento de un orden económico internacional injusto que genera pobreza y exclusión social.

Artículo 

Derecho al medio ambiente sostenible

Toda persona y todo pueblo tienen el derecho a vivir en un medio ambiente sostenible, como 

base para la paz y de la supervivencia de la humanidad.

Artículo 

Grupos vulnerables

1. Todas las personas pertenecientes a grupos en situación de vulnerabilidad tienen derecho a 

que se analicen los impactos específi cos que, para el disfrute de sus derechos, tienen las dis-

tintas formas de violencia de que son objeto, así como a que se tomen medidas al respecto, 

incluido el reconocimiento de su derecho a participar en la adopción de dichas medidas.

2. En particular, se ha de promocionar la aportación específi ca de las mujeres en el arreglo 

pacífi co de controversias.

Artículo 

Exigencias de paz e información veraz

Las personas y los pueblos tienen el derecho a exigir que la paz sea una realización efectiva, 

por lo que podrán:

a) Exigir a los Estados que se comprometan a aplicar efectivamente el sistema de segu-

ridad colectiva establecido en la Carta de las Naciones Unidas, así como el arreglo 
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pacífi co de controversias y, en todo caso, con pleno respeto a las normas del derecho 

internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario;

b) Denunciar cualquier acto que amenace o viole el derecho humano a la paz y, a tal fi n, 

recibir información objetiva en caso de confl ictos; 

c) Participar libremente y por todos los medios pacífi cos en actividades e iniciativas políticas y 

sociales de defensa y promoción del derecho humano a la paz, sin interferencias despropor-

cionadas del poder público, tanto en el ámbito local y nacional como en el internacional.

Sección B. Obligaciones

Artículo 

Obligaciones para la realización del derecho humano a la paz

1. La realización efectiva y práctica del derecho humano a la paz comporta necesariamente 

deberes y obligaciones cuya ejecución corresponde a los Estados, las organizaciones inter-

nacionales, la sociedad civil, los pueblos, las mujeres y los hombres, las empresas y otros 

actores sociales y, en general, a toda la comunidad internacional.

2. La responsabilidad esencial para la preservación de la paz y la protección del derecho hu-

mano a la paz incumbe a los Estados y también a la Organización de las Naciones Unidas 

como centro que armonice los esfuerzos concertados de las naciones por alcanzar los pro-

pósitos y principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas. 

3. Los Estados tienen la obligación de proteger los derechos humanos, prevenir y cooperar en la pre-

vención de las catástrofes, reaccionar ante las mismas cuando se produzcan y reparar los daños oca-

sionados. Tienen asimismo la obligación de adoptar medidas para construir y consolidar la paz. 

4. La Organización de las Naciones Unidas debe ser fortalecida para prevenir las violaciones 

y proteger los derechos humanos y la dignidad humana, incluido el derecho humano a la 

paz, en casos de violaciones graves o sistemáticas. En particular, corresponde al Consejo 

de Seguridad, a la Asamblea General, al Consejo de Derechos Humanos y otros órganos 

competentes, tomar medidas efectivas para la protección de los derechos humanos cuya 

violación suponga un peligro o una amenaza a la paz y seguridad internacionales.

5. Toda intervención militar unilateral por parte de uno o varios Estados, sin la autorización 

del Consejo de Seguridad en el marco de la Carta de las Naciones Unidas, es inaceptable, 

constituye una gravísima violación de los principios y propósitos de la Carta y es contraria 

al derecho humano a la paz.

6. Se deberán revisar la composición y los procedimientos del Consejo de Seguridad, de 

manera que se aseguren la representación cabal de la comunidad internacional actual, así 

como métodos de trabajo transparentes que reconozcan la participación de la sociedad 

civil y de otros actores internacionales. 
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7. El sistema de las Naciones Unidas debe implicarse de manera plena y efectiva, a 

través de la Comisión de Consolidación de la Paz, en la elaboración de estrategias 

integrales con esa finalidad y la recuperación de los países afectados una vez supera-

dos los conflictos armados, asegurando fuentes estables de financiación y la coordi-

nación efectiva dentro del sistema.

Parte II

Aplicación de la Declaración

Artículo 

Establecimiento del Grupo de Trabajo sobre el derecho humano a la paz

1. Se establecerá un Grupo de Trabajo sobre el derecho humano a la paz (denominado, en 

adelante, el Grupo de Trabajo), compuesto por diez miembros, al que se encomienda el 

desempeño de las funciones que se señalan en el Artículo 19.

2. El Grupo de trabajo estará compuesto de expertos nacionales de los Estados miem-

bros de las Naciones Unidas que realizarán sus funciones con completa independen-

cia y a título personal.

3. En su elección se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Los expertos habrán de tener alta consideración moral, imparcialidad e integri-

dad, así como acreditar una experiencia prolongada y sufi ciente en cualquiera 

de los ámbitos enunciados en la Parte I de la presente Declaración; 

b) Distribución geográfi ca equitativa y representación de las diferentes formas de 

civilización y de los principales sistemas jurídicos del mundo;

c) Asegurar una representación equilibrada de géneros; y 

d) No podrá haber dos expertos nacionales de un mismo Estado.

4. Los miembros del Grupo de Trabajo serán elegidos por votación secreta en una sesión 

de la Asamblea General de las Naciones Unidas de una lista de candidatos propuestos 

por los Estados miembros. Resultarán elegidos los diez candidatos que obtengan el 

mayor número de votos y una mayoría de dos tercios de los Estados presentes y vo-

tantes. La elección inicial tendrá lugar, a más tardar, tres meses después de la fecha de 

aprobación de la presente Declaración.

5. Los expertos serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser reelegidos una vez.

6. El Grupo de Trabajo se renovará por mitades cada dos años.
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Artículo 

Funciones del Grupo de Trabajo

1. El Grupo de Trabajo tiene la función principal de promover la observancia y la aplicación de 

la presente Declaración. En el ejercicio de su mandato tiene las siguientes atribuciones: 

a) Promover mundialmente el respeto y la conciencia del derecho humano a la 

paz actuando con discreción, objetividad e independencia y adoptando un 

enfoque integral que tenga en cuenta la universalidad, interdependencia e in-

divisibilidad de los derechos humanos y la imperiosa necesidad de alcanzar 

una justicia social internacional; 

b) Recabar, reunir y reaccionar efi cazmente ante toda información pertinente 

que proceda de los Estados, organizaciones internacionales y sus órganos, 

organizaciones de la sociedad civil, particulares interesados y cualquier otra 

fuente fi dedigna; 

c) Dirigir, cuando lo estime oportuno, recomendaciones y llamamientos a los Es-

tados miembros de las Naciones Unidas a fi n de que adopten medidas adecua-

das para la realización efectiva del derecho humano a la paz, de acuerdo con 

lo establecido en la Parte I de esta Declaración. Los Estados darán la debida 

consideración a dichas recomendaciones y llamamientos;

d) Elaborar, por su propia iniciativa o a petición de la Asamblea General, el 

Consejo de Seguridad o el Consejo de Derechos Humanos, los informes que 

considere necesarios en caso de amenaza inminente o violación grave al de-

recho humano a la paz, en los términos defi nidos en la Parte I de la presente 

Declaración; 

e) Presentar anualmente un informe de actividades a la Asamblea General, Con-

sejo de Seguridad y Consejo de Derechos Humanos, en el que incluirá las 

recomendaciones y conclusiones que estime necesarias para la promoción y 

protección efectiva del derecho humano a la paz, prestando una atención es-

pecial a los confl ictos armados;

f ) Preparar, a la atención de la Asamblea General, un proyecto de convención 

internacional que incluya el derecho humano a la paz y un mecanismo pro-

cesal de verifi cación y control de su aplicación efectiva. El futuro mecanismo 

convencional y el Grupo de Trabajo coordinarán sus funciones y evitarán la 

duplicación de actividades; 

g) Remitir al Fiscal de la Corte Penal Internacional o a otra jurisdicción penal in-

ternacional competente, toda información fi dedigna sobre cualquier situación 

en que parezcan haberse cometido crímenes de la competencia de la Corte o 

de la jurisdicción penal internacional de que se trate;
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h) Aprobar por mayoría absoluta de sus miembros los métodos de trabajo para el 

funcionamiento ordinario del Grupo de Trabajo, los cuales habrán de incluir, 

entre otras, reglas aplicables a la designación de la Mesa, así como a la adop-

ción de sus decisiones y recomendaciones.

2. El Grupo de Trabajo tendrá su sede en Nueva York y se reunirá durante tres períodos 

ordinarios de sesiones a lo largo del año, así como los períodos extraordinarios que 

determine de acuerdo con sus métodos de trabajo. El Grupo de Trabajo dispondrá 

de una Secretaría permanente que será proporcionada por el Secretario General de 

las Naciones Unidas.

Disposiciones fi nales

1. Ninguna disposición de la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que 

confi ere a cualquier Estado, grupo o persona derecho alguno a emprender o desarrollar 

cualquier actividad o realizar cualquier acto contrario a los propósitos y principios de 

las Naciones Unidas, o tendente a suprimir o violar cualquiera de las disposiciones de 

la presente Declaración, de la Carta Internacional de Derechos Humanos o del derecho 

internacional humanitario.

2. Las disposiciones de esta Declaración se entenderán sin perjuicio de cualquier otra disposi-

ción más propicia para la realización efectiva del derecho humano a la paz enunciada en vir-

tud de la legislación interna de los Estados o resultante del Derecho internacional en vigor.

3. Todos los Estados deberán aplicar las disposiciones de la presente Declaración adoptando 

las medidas pertinentes de carácter legislativo, judicial, administrativo, educativo o de otra 

índole que fueran necesarias para promover su realización efectiva.

El comité de redacción

Ángel Chueca Sancho, profesor titular de Derecho Internacional Público en la Universidad 

de Zaragoza y miembro de la Fundación Seminario de Investigación para la Paz de Zaragoza. 

Miembro de la aedidh.

Carmelo Faleh Pérez, profesor de Derecho Internacional Público en la Universidad de Las 

Palmas de Gran Canaria. Especialista en derecho internacional de los derechos humanos. Secre-

tario general de la aedidh.

Héctor Faúndez Ledesma, director del Centro de Estudios de Derechos Humanos de la 

Universidad Central de Venezuela (Caracas). Especialista en derecho internacional de los dere-

chos humanos.
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Mercedes Fernández Menéndez, profesora titular de Filología Francesa en la Facultad de 

Filología de la Universidad de Oviedo. Miembro de la aedidh.

Pablo Antonio Fernández Sánchez, catedrático de Derecho Internacional Público y Rela-

ciones Internacionales en la Universidad de Huelva (Andalucía).

Román García Fernández, director internacional del Instituto de Estudios para la Paz y la 

Cooperación de Oviedo. Doctor en Filosofía.

Felipe Gómez Isa, profesor titular de Derecho Internacional Público y miembro del Insti-

tuto de Derechos Humanos Pedro Arrupe de la Universidad de Deusto (Bilbao). Especialista en 

derecho internacional de los derechos humanos.

Alberto Hidalgo Tuñón, profesor titular de Sociología del Conocimiento en la Universidad 

de Oviedo y director del Instituto de Estudios para la Paz y la Cooperación de Oviedo. Vicepre-

sidente de la aedidh.

Carlota Leret O’Neill, Asociación para la Recuperación de la Memoria Histórica de España.

Mikel Mancisidor, director de unesco Etxea (País Vasco). Abogado especialista en derecho 

internacional de los derechos humanos. Miembro de la aedidh.

Carmen Rosa Rueda Castañón, especialista en derecho internacional de los derechos hu-

manos y directora ejecutiva de la aedidh.

Ana Salado Osuna, profesora titular de Derecho Internacional Público en la Universidad de 

Sevilla. Especialista en derecho internacional de los derechos humanos. Miembro de la aedidh.

Jesús E. Vega López, profesor titular de Filosofía del Derecho en la Universidad de Oviedo.

Carlos Villán Durán, antiguo miembro de la Ofi cina del Alto Comisionado de las Nacio-

nes Unidas para los Derechos Humanos (Ginebra). Especialista en derecho internacional de los 

derechos humanos. Presidente de la aedidh.

Josep Xercavins i Valls, coordinador del Foro Mundial de Redes de la Sociedad Civil 

ubuntu, Barcelona.
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